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Se abre la sesión a las diez y treinta y cinco minutos de 
la mañana. 

- PROPOSICION NO DE LEY POR LA QUE SE 

TERMINADAS MEDIDAS EN RELACION CON 
INSTA AL GOBIERNO A LA ADOPCION DE DE- 

LA CONSTRUCCION DE UN CENTRO PENI- 
TENCIARIO EN CARTAGENA (MURCIA). PRE- 
SENTADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO 

CATALUNYA. (Número de expediente 161/000021.) 
FEDERAL INQUIERDA UNIDA-INICITIVA PER 

El señor PRESIDENTE: Buenos días, señorías. Se 
abre la sesión. 

El primer punto del orden del día de la sesión de hoy lo 
compone la proposición no de ley, por la que se insta al 
Gobierno a la adopción de determinadas medidas en 
relación con la construcción de un centro penitenciario 
en Cartagena (Murcia). Esta proposición tiene como au- 
tor al Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida- 
Inicitiva per Catalunya. 

Para su defensa tiene la palabra el señor Ríos. 

El señor RIOS MARTINEZ: Desde que se puso en 
marcha por parte del Gobierno, en el año 199 1, el Plan de 
amortización y creación de centros penitenciarios, en la 
comarca de Cartagena se empezaba a vivir, en función de 
las precisiones que planteaba este Plan, por un lado, la 
posibilidad de instalar en su seno, en concreto en el mu- 
nicipio de Cartagena, un centro de los que planteaba el 
Plan, una macrocárcel, y, por otro lado, la posibilidad de 
suprimir uno de los centros que tradicionalmente ha ve- 
nido funcionando, el Centro de San Antón. Por tanto, en 
el ambiente quedaban las dos posibilidades a la hora de 
aplicar y desarrollar este Plan de amortización y creación 
de centros. 

Nosqtros consideramos que la propuesta del Gobierno 
de poner en marcha una dinámica para instalar centros 
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homogéneos en todo el territorio, que se plantea desde el 
punto de vista de una especie de ahorro del esfuerzo del 
gasto de la propia Administración, choca con dos cosas 
fundamentales. Una, el objetivo básico que debe tener la 
estancia en prisión por parte de los ciudadanos, que debe 
ser lograr la reinserción de los reclusos, y otra, la idea de 
distribuir, con criterios de seguridad complejos, distintas 
actuaciones en función de la propia legislación. No se 
debe tratar igual un régimen abierto, de arrestos de fin de 
semana, o un régimen de baja seguridad, que puede estar 
con un conjunto distinto al de máxima seguridad. 

En todo caso, nosotros consideramos que este Plan de 
amortización de centros ha encontrado el rechazo o la 
resistencia de sectores de profesionales que trabajan, que 
viven o que conocen la Administración en el tema peni- 
tenciario, y también de la ciudadanía que iba a recibir 
estos grandes centros, estas grandes macrocarceles. 

Nosotros consideramos que las macrocárceles, los 
grandes conjuntos no favorecen a la actuación principal. 
Ya ha habido filosofías de esta índole -contrarias a las 
grandes concentraciones como fórmula de hacer frente a 
los compromisos de la Administración- en otros servi- 
cios, como en Educación, y también se ha intentado ha- 
cer en otros tipos de asistencia social. Pero esa gran polí- 
tica de concentración institucionalizada no es positiva, y 
hay que ir a figuras más descentralizadas, mas cercanas a 
la ciudadanía para lograr el objetivo que se propone. Es 
en este sentido en el que nuestro Grupo rechazaba la 
instalación de esa macrocárcel que intentaba concentrar 
hasta 950 reclusos. 

Se han producido movilizaciones en toda la comarca 
que han estado permanentemente encima de la mesa. 
Inclusive hay una moción aprobada en el Ayuntamiento 
de Cartagena, con el apoyo del grupo que hoy gobierna el 
Ayuntamiento, diciendo que se debe sustituir la actual 
cárcel de San Anton, una prisión obsoleta que se encuen- 
tra en las cercanías del centro de la ciudad, y que tiene 
una situación de conservación bastante complicada, por- 
que es bastante arcaica, por un nuevo centro penitencia- 
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rio que se acoja a la legislación vigente, a la Ley General 
Penitenciaria. Lo cierto y verdad es que iríamos a una 
figura de un módulo de seguridad media en torno a los 
350 ó 400 reclusos. Por tanto, el objetivo de nuestra 
proposición no de ley no es anular, el dejar sin la prisión 
de San Antón, sino el sustituirla por una nueva cárcel que 
no sea un macrocentro, sino un centro que pueda absor- 
ber las necesidades de la comarca o de la región en fun- 
ción de las previsiones que tenga la Administración de 
Justicia en cada caso. 

Escierto que cualquier propuesta o esquema para cen- 
tro; penitenciarios debiera parecerse, desde nuestro pun- 
to de vista, a figuras bastantes distintas. Por eso, en el 
fondo de toda nuestra proposición subyace la necesidad 
de revisar la eficacia de este Plan, los objetivos que se 
perseguían, inclusive la ejecución y desarrollo del mismo. 

Nosotros creemos que para una política penitenciaria 
adecuada debíamos de estar a lo que pueda establecer la 
reforma del Código Penal, del cual van a poder derivarse 
el tipo de sanciones privativas que se puedan producir y, 
por tanto, el número incluso de penados que podamos 
tener en este país. 

Por otro lado, por la ley de Enjuiciamiento Criminal 
sabremos qué números de reclusos y qué tiempo de per- 
manencia tendrán en las cárceles españolas, y, junto con 
ello, la descentralización. Yo no sé si en esta evolución 
que vamos a tener de transferencia de competencias a las 
comunidades el tema penitenciario va a tener también 
elementos de transferencias, en cualquier caso, nosotros 
abogamos por esa idea. 

En este sentido, la propuesta del Grupo de Izquierda 
Unida, recogiendo lo que ha sido el compromiso del pro- 
pio Ayuntamiento de Cartagena, con su alcalde a la cabe- 
za, y las movilizaciones ciudadanas que allí se han produ- 
cido, pretende, primero, anular, dentro de las priorida- 
des de la Secretaría General de Asuntos Penitenciarios, 
esa macrocárcel para Cartagena, que tendría en torno a 
900 Ó 1.000 reclusos. La verdad es que estos centros 
empiezan siendo pequeños, pero luego van teniendo una 
evolución distinta y se van llenando y masificando a una 
velocidad tremenda, máxime cuando el Plan no está su- 
poniendo la construcción a la velocidad adecuada de 
nuevos centros penitenciarios y sí la supresión para no 
invertir en mantenimiento, que es altamente costoso; eso 
está provocando, insisto, ese volumen de masificación, y 
en lugar de la eficacia que se proponía se logra todo lo 
contrario. 

El segundo punto que nosotros proponemos seria in- 
cluir, dentro de las prioridades del Ministerio, la sustitu- 
ción de la actual cárcel de San Antón, dentro del término 
municipal de Cartagena, por un nuevo centro penitencia- 
rio de baja seguridad con un máximo global de 350 reclu- 
s o ~ ,  un centro que podía tener zonas modulares e instala- 
ciones laborales, culturales, recreativas y deportivas co- 
munes. En conjunto, representaría un centro de baja se- 
guridad o un centro de seguridad media, coh otro tipo de 
instalaciones, y sería suficiente para lo que ahora mismo 
está sirviendo el centro penitenciario de Cartakena. 

Por último, el tercer punto que proponemos sería revi- 

sar la ejecución del Plan de amortización y creación de 
centros penitenciarios, valorando la eficacia del mismo y 
su cumplimiento, y su sustitución por una dinámica no 
concentradora del servicio que la Administración intenta 
prestar con este tipo de actuaciones. 

En todo caso, nuestro objetivo es, primero, mantener 
lo que ahora mismo es el servicio en la comarca; segundo, 
evitar que se pueda construir un macrocentro, y, tercero, 
revisar el Plan de amortización, que nosotros creemos 
que no ha cubierto una filosofía progresiva, sino que está 
subyaciendo en el mismo algo así como una especie de 
modelo estable que se repite cárcel a cárcel en cada uno 
de los sitios para abaratar costes, y en este tipo de servi- 
cios no estamos para abaratar costos. Hablaba el Minis- 
tro de Justicia de un volumen aproximado de 42.000 
presos, y ese es un volumen bastante alto como para ir a 
plantear el abaratar costos. 

En resumen, para reinsertar a esa parte de la sociedad 
y reincorporarla al seno de la misma en mejores condi- 
ciones de poder funcionar en la vida cotidiana, no debe 
ser la cárcel una especie de amontonamiento de personas 
a las que hacemos cumplir durante un tiempo una san- 
ción, no debe ser una escuela de desarrollo de la delin- 
cuencia, sino una escuela en donde se logra la reinserción 
y se suprime la delincuencia. 

El señor PRESIDENTE: Hay una enmienda a esta 
proposición no de ley presentada por el Grupo Parlamen- 
tario Popular en el Congreso. 

Para su defensa, tiene la palabra el señor Gil Lázaro. 

El señor GIL LAZARO: Señor Presidente, si a su seño- 
ría le pareciera bien, nosotros en este mismo turno for- 
mularíamos nuestra fijación de posición general en rela- 
ción con la proposición no de ley, al mismo tiempo, la 
defensa de la enmienda, para lo cual intenvendríamos 
tanto el señor Celdrán como yo para uno y otro come- 
tido. . . 

El señor PRESIDENTE: Al margen de la calificación, 
señor Gil Lázaro, entiendo que intervienen dos personas 
del Grupo Parlamentario Popular para el mismo tema. 

El señor GIL LAZARO: Señor Presidente, señorías, a 
nosotros el contenido especial de esta proposición no de 
ley nos parece oportuno, porque viene a coincidir con los 
planteamientos de fondo que venimos expresando desde 
el comienzo de esta legislatura. 

En esencia, y con independencia de las referencias con- 
cretas que hace la proposición no de ley que aquí se viene 
a plantear, es algo que ya hemos dicho, esto es, que tam- 
bién el Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Uni- 
da-Iniciativa per Catalunya coincide con nosotros en que 
el llamado Plan de amortización y de creación de nuevos 
centros es en este momento un instrumento en crisis. 
Evidentemente, es un instrumento nacido al aire de una 
filosofía que todos los grupos podemos sustentar: la de 
que efectivamente la red de establecimientos penitencia- 
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rios españoles era esencialmente caduca, que necesitaba 
de profundas reformas. 

El problema surge a partir de la aplicación de ese mo- 
delo, porque mientras otros grupos (y el mío desde luego) 
siempre pensamos que el modelo establecido en la Ley 
Orgánica General Penitenciaria, que contó en su mo- 
mento con un amplísimo consenso, con un consenso ab- 
soluto por parte de todos los grupos de la Cámara, era el 
que realmente se debía aplicar para poder dar cumpli- 
miento exacto a ese fin de reeducar que nuestra Constitu- 
ción prevé para el sistema de penas privativas de la liber- 
tad, sin embargo, en la ejecución de esa filosofía renova- 
dora de nuestra red de establecimientos, el Gobierno 
optó por un modelo absolutamente distinto. 

Hemos dicho, y volvemos a repetirlo una vez más, que 
nosotros no creemos en el modelo del macrocomplejo, 
porque entendemos que ese modelo supone, en definiti- 
va, la imposibilidad efectiva de dar cumplimiento a esa 
finalidad rehabilitadora y resocializadora que nuestra 
Constitución y nuestro ordenamiento jurídico prevén. 

Hemos dicho en muchas ocasiones, y lo volvemos a 
repetir una vez más, que el Plan es un instrumento en 
crisis desde su concepción, por cuanto que se articula de 
espaldas a ese modelo. Y es un instrumento en crisis por 
sus propias previsiones, puesto que si la ejecución del 
Plan determina obtener al final del mismo, es decir, en el 
año 1997, un total de disponibilidades de 41.500 plazas 
penitenciarias en el conjunto de la red española, cuando 
hoy, a fecha de septiembre de 1993, son ya 46.000 perso- 
nas el total de la población penitenciaria española, es 
evidente que las propias revisiones han sido superadas y 
tienen que ser esencialmente revisadas. 

Ya hemos dicho que, para nosotros, el plan es un ins- 
trumento en crisis desde la propia óptica de su ejecución, 
porque, por una parte, preveía que en el bienio 
1991-1993 se tenía que haber hecho efectivo el 60 por 
ciento de sus previsiones, índice de ejecución que no es el 
que en estos momentos está vertebrado como tal, y, por 
otra parte, el propio Plan preveía una serie de construc- 
ciones nuevas y de cierre de centros viejos que tampoco 
se ha llevado a cabo. 

Lo más preocupante es que en la ejecución de esas 
obras nuevas se han tenido que realizar numerosísimas 
reinversiones para corregir defectos sustanciales en la 
construcción y en ét píaneamiento. 

Nosotros, en definitiva, y ya lo dijimos con ocasión de 
la reciente interpelación ante el Pleno de la Cámara y de 
la moción defendida la semana pasada, pensamos en el 
próximo período de sesiones plantear un debate amplio 
que permita, efectivamente, poder valorar cuál es en este 
momento el presente y, sobre todo, el futuro del Plan, 
pero un debate orientado a que esa política de reforma de 
la red de establecimientos penitenciarios españoles esté 
siempre dirigida a dar cumplimiento a esa finalidad reso- 
cializadora. 

Los macrocomplejos no pueden dar esa respuesta, y yo 
creo que es necesario que todos los grupos de la Cámara, 
sin actitudes previas, puedan llevar a cabo ese debate. 

Dijimos y repetimos hasta la saciedad que, en definiti- 

va, este Plan no era más que la consecuencia de una 
visión excesivamente economicista, y se nos ha repetido 
también hasta la saciedad que estábamos equivocados. 
Sin embargo, el señor Asunción, en su reciente compare- 
cencia ante esta Comisión el día 18 de octubre, reconoce 
literalmente -hago cita literal- que desde el año 1979 
tanto él como sus antecesores estaban incumpliendo la 
normativa, y que no le había sido posible cumplirla por 
razones económicas, porque, añadía, cumplir la normati- 
va aprobada en esta Cámara por unanimidad en 1979 
suponía un salto adelante impresionante con unos altísi- 
mos costes que después no se ha podido realizar en la 
medida que se pretendía en aquel momento. 

Yo creo que frente a esta afirmación, que viene a con- 
firmar las tesis que nosotros hemos mantenido, sigue sin 
tener sentido que el pasado día 3 de noviembre el Minis- 
tro volviera a decirnos que no era cierto que hayan sido 
razones económicas las que han determinado la fijación 
del modelo de macrocentro. 

En definitiva, siendo muy importante, cómo no, una 
política de costes, es evidenie que esa política de costes 
no puede dejar nunca sin efecto ese fin reeducacional y 
resocializador que nuestra Constitución y nuestro orde- 
namiento jurídico prevén y, sobre todo, no puede dejar 
sin efecto el amplísimo consenso parlamentario que en el 
año 1979 se estableció en torno a esta cuestión. 

Por tanto, nosotros, con independencia del resultado 
de la enmienda que a continuación va a defender mi 
compañero el señor Celdrán, en principio estamos de 
acuerdo con la filosofía de esta moción en lo que afecta a 
su planteamiento general, es decir, en lo que afecta a la 
necesidad inmediata, urgente y clara de revisar ese Plan 
en sus contenidos y orientaciones y poder establecer una 
política de reforma de la red de establecimientos que en 
modo alguno haga de los centros penitenciarios simples 
almacenes de presos, sino que puedan ser una nueva 
escuela de libertad para aquellos que, sin lugar a duda, 
también merecen, a pesar de antecedentes, una segunda 
oportunidad. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Cel- 
drán. 

El señor CELDRAN VIDAL: Señor Presidente, una 
vez expuesta nuestra posición, en términos generales, en 
relación a la proposición no de ley que debatimos, me 
queda ahora presentar una enmienda de modificación al 
punto segundo de la misma. Una enmienda que quizá 
pueda ser aceptada por el proponente porque en modo 
alguno es contradictoria con su propuesta. 

Nosotros compartimos el fin último de este punto se- 
gundo, que es el de sustituir la actual cárcel de San Antón 
por otra nueva, porque el estado de ese centro penitencia- 
rio realmente, señorías, es en este momento muy lamen- 
table. 

También estamos de acuerdo con las previsiones de la 
Ley General Penitenciaria en cuanto a distribución por 
todo el territorio nacional de los centros penitenciarios. 
En consecuencia, creemos que, efectivamente, debe 
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construirse un nuevo centro en los términos, desde luego, 
que prevé la citada ley, para capacidad no superior a los 
350 reclusos. 

El contenido de nuestra enmienda, fundamentalmen- 
te, es no predeterminar en este momento cuál es la ubica- 
ción más adecuada dentro de la región para este centro. 
No queremos ahora mismo pronunciarnos a favor de 
Cartagena o en contra de esta ubicación, sino, sencilla- 
mente, demandar que se decida por los expertos compe- 
tentes cuál es el lugar de la región más adecuado para 
construirlo. 

De manera que nuestra posición es, en primer lugar, sí 
a la sustitución del actual centro por el estado en que se 
encuentra por uno nuevo, y, en segundo lugar, que se 
determine cuál es la ubicación más idónea para los fines 
que persiguen estos centros, para las facilidades que se les 
demanda para contribuir a la reinserción social de los 
reclusos. Esta es nuestra posición, que quizá pueda ser 
aceptada por el proponente. 

El señor PRESIDENTE: A efectos de aceptación de las 
enmiendas, tiene la palabra el señor Ríos. 

El señor RIOS MARTINEZ: Seré muy breve, señor 
Presidente. 

La propuesta que se nos hace por parte del Grupo 
Popular es retirar la especificación de que la sustitución 
del centro penitenciario de San Antón se haga dentro del 
término municipal de Cartagena. 

En ese sentido, recogiendo lo que ellos plantean, yo 
propondría modificar el texto de la proposición no de ley 
suprimiendo la expresión «dentro del término munici- 
pal», en el segundo renglón del punto 2, circunscribién- 
dolo a la comarca de Cartagena, y sustituyendo la frase 
«las necesidades de la comarca» por «las necesidades 
actuales». 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Cel- 
drán. 

El señor CELDRAN VIDAL: Señor Presidente, no lo 
hemos entendido. 

El señor PRESIDENTE Señor Ríos, ¿puede repetirlo 
para que pueda el enmendante entenderlo perfectamen- 
te? ¿Le parece leer todo el punto 2 tal como quedaría de 
acuerdo con los cambios que se operan? 

El señor RIOS MARTINEZ: Sí, señor Presidente. Di- 
ría así: «Incluir dentro de las prioridades del Ministerio 
la sustitución del actual centro penitenciario de San An- 
tón en Cartagena, por un centro penitenciario en la co- 
marca de baja seguridad con un máximo global de 350 
reclusos, para cubrir las necesidades actuales.» 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Cel- 
drán. 

El señor CELDRAN VIDAL La transaccional que nos 
ofrece el Grupo proponente es asumible en parte. 

Lo que nosotros pretendemos, coincidiendo con el pro- 
ponente, es suprimir la frase adentro del término munici- 
pal» y sustituir «de la comarca» por «actuales» al final 
del párrafo. Con esta redacción, el apartado quedaría en 
los mismos términos del espíritu de nuestra enmienda, 
no altera el deseo de sustituir este centro por uno nuevo 
y, desde luego, no predetermina la ubicación más idónea, 
que yo pienso que con más profundidad y con estudios 
previos se puede determinar por parte del propio Minis- 
terio. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Ríos. 

El señor RIOS MARTINEZ Si le parece, señor Presi- 
dente, muy brevemente voy a explicar por qué he hecho 
esta propuesta. Es muy sencillo. 

El problema que hay en Cartagena es la sustitución de 
un centro que actualmente funciona, que es el de San 
Antón, y si no se especifica que se va a poner en la 
comarca, significaría que puede ir a cualquier punto de la 
región -puede ser Yecla, Jumilla, Caravaca, etcétera-, 
con lo cual estamos trasladando, en un volumen de po- 
blación, una actuación determinada. 

En ese sentido, no creemos que perjudique a la filoso- 
fía que propone su Grupo, es decir, no circunscribirla a 
un término municipal, pero sí a una comarca mucho más 
amplia, que tiene casi 250.000 habitantes, desde Maza- 
rrón a San Pedro del Pinatar. Ese era el objetivo. Por 
tanto, mantendría que se hiciese mención a la comarca. 

El señor PRESIDENTE: Señor Ríos, ¿mantiene la 
transaccional en los términos que ha señalado? (Asenti- 
miento.) 

Tiene la palabra el señor Celdrán, a efectos de aceptar 
o no esa transaccional. 

El señor CELDRAN VIDAL Vamos a aceptar los tér- 
minos que propone la transaccional. 

El señor PRESIDENTE: Fijación de posiciones. ¿Gru- 
pos que desean intervenir? (Pausa.) 

Tiene la palabra el señor Casas. 

El señor CASAS 1 BEDOS: Hace pocos días tuvimos 
ocasión, en el Pleno, de sustentar un debate sobre la 
política penitenciaria a raíz de una interpelación presen- 
tada por el Grupo Popular y la moción consecuencia de 
la interpelación que se presentó. En aquel debate dijimos 
que para que la política penitenciaria diera los frutos que 
tiene que dar -y coincidíamos con el Grupo interpelante 
en que no los estaba dando y que los problemas de masifi- 
cación eran muy graves- eran imprescindibles dos cosas: 
en primer lugar, presupuesto -evidentemente, cumplir el 
Plan de amortización y creación de nuevos centros es un 
tema de presupuesto- y, en segundo lugar, un amplio 
consenso institucional que nos permitiera -empezando 
por un consenso en la Cámara- abordar el tema en toda 
su extensión, no sólo el tema de construcción de nuevos 
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centros penitenciarios, sino también, en la medida que 
fuera posible, que en la reforma del Código Penal se 
estudiaran todas aquellas reformas que hicieran posible 
mejorar la reinserción de los reclusos a la vida normal, 
una vez hayan cumplido sus condenas. 

Hacer un debate sobre que el sistema penitenciario 
funciona mal y que, desde el punto de vista de la reinser- 
ción, tenemos que avanzar mucho, es un tema bonito, 
atractivo y creo que apasionante. Lo que está claro es que 
no nos podemos quedar en un discurso y que tenemos 
que intentar mejorar la situación dentro de las posibili- 
dades que tiene en este momento el Estado español y de 
las necesidades presupuestarias. 

En este sentido, esta proposición no de ley pretende no 
cumplir el Plan de amortización y creación de nuevos 
centros y que se haga una excepción para un sitio muy 
concreto y para una comarca y una problemática muy 
específica, rompiendo lo que, a nuestro juicio, es la nor- 
ma que hoy está en vigor, que es el Plan de amortización 
y creación de nuevos centros. Estaríamos de acuerdo en 
que se planteara un debate sobre si tenemos que revisar 
este Plan, pero, en todo caso, tendría que ser un debate 
abierto, no circunscrito a casos puntuales, y sin intentar 
romper lo que hoy en día es el plan que está ejecutando el 
Gobierno. 

Nuestro Grupo Parlamentario, que en Cataluña da so- 
porte a un Gobierno que en este tema está teniendo mu- 
chos problemas por cumplir a rajatabla el Plan de amorti- 
zación y creación de nuevos centros penitenciarios, tiene 
graves problemas institucionales con municipios y con 
otros grupos parlamentarios para ejecutar los planes y 
sobre todo para construir nuevos centros penitenciarios. 
Por eso, si no se logra el mínimo consenso que tiene que 
partir de esta Cámara y que luego hay que trasladar a 
municipios, es imposible hablar de que funcione correc- 
tamente el sistema penitenciario español. 

Por esta razón, y en coherencia con lo que dijimos en la 
votación de la moción, no vamos a apoyar ninguna ini- 
ciativa que se salga de lo que estrictamente prevé el Plan 
de amortización y creación de nuevos centros. En todo 
caso, no nos oponemos, sino todo lo contrario, nos pone- 
mos en primera línea por si se quiere hacer un debate en 
serio y en profundidad sobre si hay que revisar o no este 
Plan, pero hay que hacerlo con mucha prudencia, bus- 
cando siempre campos de consenso, porque en este caso, 
si no hay un amplio consenso, va a ser imposible hacer 
nada, y ustedes conocen lo que pasa cuando una Admi- 
nistración, la central o la autonómica, decide construir 
un centro penitenciario en un municipio, que se convo- 
can manifestaciones, etcétera, lo que hace muy difícil 
ejecutar unas políticas que permitan mejorar la situación 
de los reclusos que, en definitiva, es lo que buscamos 
todos. Por eso, repito, cuando quieran hacer este debate 
vamos a estar en primera línea para que se desarrolle con 
calma, con profundidad, pero sin poner encima de la 
mesa casos puntuales que rompen lo que hasta ahora es el 
Único plan vigente que existe para ejecutar la creación de 
nuevos centros. 

Por tanto, nuestro voto va a ser contrario por estas 
razones. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, tiene 
la palabra el señor Novella. 

El señor NOVELLA SUAREZ: La verdad es que, co- 
mo han manifestado algunos de los intervinientes de los 
distintos grupos esta mañana, recientemente hemos teni- 
do ocasión, al discutir la moción consecuencia de inter- 
pelación, de asistir a un debate donde se han contrastado 
las distintas posiciones de los grupos respecto al sistema 
penitenciario y a las políticas que se implementan desde 
el Ministerio de Justicia. Por tanto, la intervención de 
este parlamentario socialista en este momento va a ser 
para dar cumplida respuesta, como es norma en quien les 
habla, con una sistemática, no haciendo juegos florales ni 
haciendo una especie de maraña dialéctica donde se pier- 
dan sobre todo los ciudadanos, que son los que tienen 
que entender las propuestas que salen de esta Casa. 

Voy a encuadrar la intervención en una reflexión en 
torno al tercer punto de la proposición no de ley de Iz- 
quierda Unida, en la cual ceo que está el nudo gordiano: 
revisar la ejecución del Plan de amortización y creación 
de centros penitenciarios. 

Desde el Grupo Socialista pensamos que en el princi- 
pio de la resocialización del delincuente como fin de la 
ejecución penal descansa toda la legislación penitenciaria 
del Estado democrático español. Desde la Ley General 
Penitenciaria, en su artículo 1, hasta la Constitución, en 
su artículo 25.2, hay toda una serie de muestras, toda una 
serie de preceptos donde se establece cómo las penas 
privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán 
orientadas hacia la reeducación y reinserción social. 

Había otra cuestión, que era el estado actual de nues- 
tras cárceles, ya que muchas de ellas provienen de fortale- 
zas y de conventos del siglo XIX, y la desamortización de 
Mendizábal dio lugar a la construcción de muchas de las 
mismas. El Gobierno realizó todo un plan para hacer que 
esas instalaciones obsoletas sirvieran para los fines para 
los cuales figuran en las leyes, y también, jcómo no!, en 
los reglamentos que las desarrollan, y se creó el Plan de 
amortización y creación de centros penitenciarios, y ahí 
ya hablamos de Cartagena. 

En el Consejo de Ministros de julio de 1991 se aprueba 
el cierre del centro de Cartagena, con lo cual no era una 
prioridad del Gobierno, sino que ya se anunciaba ei cie- 
rre del establecimiento penitenciario de San Antón. El 
anuncio de este cierre, como ustedes comprenderán, pro- 
vocó alarma principalmente entre los funcionarios de la 
propia prisión, y fueron los sindicalistas, los representan- 
tes de la Unión General de Trabajadores y de Comisio- 
nes Obreras, los que solicitaron al Alcalde de Cartagena 
que se interesara ante Asuntos Penitenciarios para que 
no se cerrara este establecimiento. 

No voy a hablar aquí de los datos de impacto socioeco- 
riómico en una zona que atraviesa una profunda crisis 
industrial, como es la de Cartagena, que supone el mante- 
nimiento del centro tipo tal y como se contempla en el 
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Plan de amortización. Ese centro tipo tiene 15 módulos 
para 70 reclusos. Por tanto, discrepo de que eso sea una 
macrocárcel. Es un cliché que se le ha puesto, pero no 
entiendo intelectualmente cómo a 15 módulos de 70 in- 
ternos, con una serie de servicios comunes, se le puede 
llamar macrocárcel. Es una optimización de los recursos. 
Y no es solamente este argumento el que sustenta el pro- 
yecto y el desarrollo de estas políticas de asuntos peniten- 
ciarios. Estamos haciendo mancomunidades en nuestros 
ayuntamientos, estamos agrupando ayuntamientos para 
que se optimicen esos servicios, para que sean buenos 
para los ciudadanos. Por eso repito que no entiendo -ésta 
es una de las pegas que tiene este Diputado que en este 
momento les habla- ese proyecto sobre la macrocárcel, 
cuando nunca se dice en qué consiste un centro tipo, 
porque no conviene en este caso a los intereses que se 
representan. 

El centro penitenciario prototipo no es ni más ni me- 
nos que estos 15 módulos a los que me he referido, pe- 
queños establecimientos con capacidad para 68 Ó 70 re- 
cluso~, donde se garantiza el disfrute de unos servicios 
generales -y ahí va la respuesta a lo que ustedes dicen que 
es el argumento economicista, al que me referiré más 
adelante-, y en nuestra Ley General Penitenciaria se re- 
coge toda una serie de resoluciones de Naciones Unidas 
donde se contempla el mantenimiento de salud física y 
psíquica, la atención médica y el tratamiento. Por trata- 
miento se entiende en esas resoluciones -me van a permi- 
tir que se lo lea textualmente-, y se recoge como el objeti- 
vo principal de esos centros tipo, las medidas necesarias 
para mantener o restablecer la salud física y mental de los 
detenidos, así como toda una serie de actividades desti- 
nadas a fomentar y promover la reinserción social y ofre- 
cer a los detenidos los medios para llevar una vida res- 
ponsable en la colectividad y de liberarse de la delin- 
cuencia. 

Por consiguiente, hay que pararse a pensar que un sis- 
tema penitenciario de un país se tiene que hacer confor- 
me al perfil penitenciario de ese país. Aquí no podemos 
importar conceptos; no podemos hablar de centros de 
baja, de media o de alta seguridad, porque esto no es 
Estados Unidos. Estamos en España y tenemos una tipi- 
ficación, tenemos un  retrato robot, tenemos un perfil de 
lo que es en este caso el delincuente que está en nuestras 
cárceles, y nosotros tenemos un grave problema con el 
crimen organizado y con el terrorismo; tenemos en nues- 
tras cárceles 600 reclusos de ETA, más otros 100 de otros 
grupos, ?sí como diversos internos relacionados con ma- 
fias del narcotráfico. Le vuelvo a decir que si usted quiere 
ver alguna similitud con nuestro sistema penitenciario yo 
no  tengo nada que objetar, pero el terrorismo es distinto 
en Italia y también lo es en Inglaterra, tiene otra raíz. El 
de Inglaterra, quizá sí, pero nuestro sistema penitencia- 
rio es muchísimo mejor y ahí están los organismos inter- 
nacionales y el sistema británico. Por tanto, vayamos 
descendiendo. 

Hablan ustedes de economicismo. Si se optimizan los 
recursos y el gasto se nos acusa de economicistas, y, si no, 
de despilfarro. Yo  creo que eso es fruto del no gobierno, 

fruto -y con esto no quiero decir que sus señorías no sean 
responsables- de la no responsabilidad de tener que go- 
bernar. Gobernar es establecer prioridades con las dispo- 
nibilidades presupuestarias, y eso es lo que ha hecho el 
Gobierno. Por consiguiente, ¿qué quieren que les diga? 

Antes de centrarme en las cuestiones que plantea la 
proposición no de ley voy a hacer otra referencia al lla- 
mado economicismo. Aquí se ha aludido al anterior Se- 
cretario de Estado, hoy Ministro del Interior, y a SUS 

manifestaciones. Con motivo de la discusión de la inter- 
pelación del día 3, el señor Ministro dio buena respuesta, 
así como el portavoz socialista con motivo del debate de 
la moción consecuencia de dicha interpelación, que no es 
cometido de este Diputado comentar en este momento. 

Aquí se han acogido ustedes a lo de los 350 reclusos, y 
yo tampoco soy muy listo, pero cuando se habla de leyes, 
de reglamentos, hay que hacer un poco de filosofía, por 
profesión, y como la filosofía tiene mucho que ver con la 
hermenéutica, hay que ver la interpretación. Ustedes se 
han acogido a lo de los 300 internos por unidad. Luego, 
hay representantes que cifran la población reclusa en 
unos 300, y dicen que tampoco es una cifra matemática, 
por eso pudieran ser quinientos más. Como decía Valle 
Inclán, esto es un cajón de sastre. Hay que ser más serios, 
hay que ser más rigurosos cuando se está gobernando 
para el pueblo español. Si ustedes hacen una interpreta- 
ción literal del artículo 12.2 de la Ley Orgánica General 
Penitenciaria, que habla de 300 internos por unidad, si lo 
complementan con el artículo 8.3, que habla de departa- 
mentos, y se leen el reglamento 787/1984, de 25 de mar- 
zo, verán ustedes cómo puede entrar perfectamente el 
concepto de unidad en el concepto de módulo, de mini- 
prisión o de como lo quieran ustedes llamar. Todo menos 
una macrocárcel. Por tanto, señorías, ese modelo que se 
ha presentado de los 350 reclusos aquí no sabemos qué 
modelo es, cuánto cuesta y qué alternativas concretas se 
tienen. 

Miren ustedes, nosotros -que creo que no hacemos las 
cosas tan mal como dicen ustedes a veces- queremos 
señalar que se ha realizado un estudio sobre diferencia de 
costes, tanto de inversión como de funcionamiento, se- 
gún capacidad de los centros penitenciarios, según sea de 
350, de 500 o de 980, que es lo que se fija en el módulo de 
centro-tipo, y solamente le voy a dar estos datos: ello 
significa que cada plaza penitenciaria nueva que se cons- 
truya según el modelo de centro-tipo -que es el que está 
usted defendiendo y el que está en el Plan de amortiza- 
ción- no llega a siete millones de pesetas, mientras que en 
el modelo propuesto se aproxima a once millones, lo que 
significa un incremento de coste de inversión del 55  por 
ciento. En otras palabras, podemos decir que con el pre- 
supuesto previsto para la construcción de 20.000 nuevas 
plazas de centro-tipo, sólo se podrían construir 12.869 
plazas de centros de 350 internos, por lo que, de mante- 
nerse las previsiones de inversión, se tendría que renun- 
ciar a la construcción de 7.13 1 plazas. En otros términos, 
señorías, la construcción de las 20.000 plazas previstas 
tendría un coste adicional de 77.000 millones de pesetas 
si se optara por un modelo de centro con capacidad para 
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350 internos. Se ha hecho este análisis comparativo sobre 
los costes de edificación, sobre los costes de implanta- 
ción, funcionarios, etcétera, y esto no es un argumento 
economicista; esto es preocuparse por sacar el máximo 
rendimiento a los impuestos de los ciudadanos, con esa 
premisa que le he dicho al principio de la intervención: 
que la reeducación de los internos es la máxima y ese 
concepto de tratamiento combinado con este coste de 
nuestras prisiones. 

Señorías, para ser riguroso y concreto voy a contestar 
pormenorizada pero brevemente a los tres puntos de la 
proposición no de ley. Respecto al primer punto, vamos 
a rechazar la construcción de un centro penitenciario de 
950 internos en Cartagena por las siguientes razones. Si 
usted hace una proyección de la población reclusa en 
Murcia, que ocupa 1.200 plazas a 12 de noviembre de 
1993, en el año 2000 serían 1.500. Es decir, con su crite- 
rio harían falta dos centros tipo. Por tanto, hay un déficit 
actual en la zona de plazas penitenciarias, y por ese incre- 
mento previsible de la población reclusa, lo que agravaría 
mucho más la situación, porque el centro previsto por la 
Administración es precisamente aquel que cubre todas 
las prestaciones exigidas por la legislación vigente -clasi- 
ficatorias, laborales, sanitarias, etcétera-, al tiempo que 
es el que resulta económicamente conveniente. 

En cuanto a la segunda cuestión, incluir un punto entre 
las prioridades a tener en cuenta, no podemos considerar 
adecuada la construcción de un centro de 350 reclusos 
por todas las argumentaciones que le he dado anterior- 
mente y, además, porque la construcción de un nuevo 
centro está pensada para cubrir un área más amplia que 
la comarca, que pueda llegar a comprender las provincias 
de Murcia, de Almería, de Albacete y de Alicante, que 
tienen centros superpoblados. No es cuestión de detener- 
me en este punto, pero los datos están a disposición de 
sus señorías. Insisto en que lo de los 350 internos por 
unidad casi es una fijación. 

En tercer lugar, rechazamos la proposición no de ley 
porque no siempre es posible una localización tan cerca- 
na del centro penitenciario al domicilio del recluso, ni 
tampoco es factible diseñar cárceles para el uso exclusivo 
de una comarca reducida. Aquí hay contradicciones, por- 
que la prisión de Córdoba no se ha sacado de Córdoba y 
es provincial. ¿Por qué?, me pregunto, y es una pregunta 
retórica. Además, con el proyecto del centro prototipo 
cambia el concepto de seguridad. El concepto de seguri- 
dad no es alta, medía, baja, el concepto de seguridad es 
un concepto de seguridad global, y en esos 15 módulos de 
70 internos hay un módulo de alta seguridad precisamen- 
te para presos del terrorismo, del narcotráfico, etcétera. 

En cuarto lugar, como ustedes podrán suponer, tampo- 
co consideramos preciso revisar el Plan de amortización 
y creación de centros, porque creemos que con él se solu- 
cionarán las necesidades de plazas que requiere el régi- 
men penitenciario enjugando cada vez más el mayor dé- 
ficit existente; permitirá sustituir numerosos centros an- 
ticuados y obsoletos, como decía al principio; está pensa- 
do para cubrir las necesidades del perfil tipo del recluso 
español, que es un joven con insuficiente formación eca- 

démica, experiencia laboral precaria y con delitos vincu- 
lados con frecuencia a la droga o sus conexiones, y supo- 
ne también un ahorro importante a la Administración 
por la disminución de costes respecto a la situación ac- 
tual. 

Señor Presidente, si me lo permite, voy a hacer una 
reflexión final. Cuando se ha hablado de política peniten- 
ciaria he oído a intervinientes esta misma mañana hablar 
de la solidaridad, hacer un discurso de la solidaridad. (Se 
producen ruidos en la Comisión que impiden oír al orador.) 

El señor PRESIDENTE: Señorías, vamos a suspender 

El señor Novella tiene la palabra, y no se sienta respon- 
la sesión hasta que esto termine. (Pausa.) 

sable por este tipo de interrupción. 

El señor NOVELLA SUAREZ Si es por hablar de 
solidaridad, señor Presidente, jamás. 

Digo que hoy los discursos de la solidaridad están muy 
extendidos. Se habla de solidaridad en todo; por ejemplo, 
en la droga. Todo el mundo está en contra de la droga, la 
droga es una lacra para esta sociedad, pero nadie quiere 
en su término municipal un centro para drogodependien- 
tes. Todo el mundo es muy ecológico, lo verde está de 
moda -en el sentido del medio ambiente, no en otro-, y 
todo el mundo defiende el medio ambiente y la ecología, 
pero nadie quiere en su término municipal una planta de 
residuos o de lo que sea, eso no. Todo el mundo está 
contra el racismo, todo el mundo no es xenófobo, todo el 
mundo quiere que los inmigrantes trabajen para noso- 
tros, pero no que vivan con nosotros. Y con el sistema 
penitenciario y con las cárceles pasa lo mismo. Hay un 
discurso de la redención, pero nadie quiere asumirlo, y 
aquí estoy atónito, señor Presidente, hemos empezado 
por el término municipal, vamos por la comarca, pero yo 
no sé dónde se van a hacer las cárceles en este país. Me 
parece un grave acto de irresponsabilidad en el sentido 
que decía antes de no tener que tomar decisiones para 
gobernar. Por eso, el Grupo Parlamentario Socialista se 
va a oponer a la proposición no de ley en los términos en 
que la hemos visto. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder a la vota- 
ción. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: votos a 
favor, 12; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Se suspende la sesión hasta las doce del mediodía. 

Se reanuda la sesión. 

- COMPARECENCIA DE LA SEÑORA SUBSECRE- 
TARIA DEL MINISTERIO DE JUSTICIA PARA 
INFORMAR DE LAS LINEAS GENERALES DE 
ACTUACION Y OBJETIVOS PRINCIPALES DE 
DICHA SECRETARIA DURANTE LA PRESENTE 
LEGISLATURA. A SOLICITUD DEL GRUPO 
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PARLAMENTARIO POPULAR EN EL CONGRE- 
SO. (Número de expediente 2121000323.) 

El señor PRESIDENTE: Señorías, reanudamos la 
sesión. 

Tenemos con nosotros a la señora Subsecretaria del 
Ministerio de Justicia, a quien damos la bienvenida en la 
Comisión, para comparecer como consecuencia de la so- 
licitud del Grupo Parlamentario Popular, dirigida en 
principio al Secretario de Estado para Asuntos Peniten- 
ciarios, y que tiene como fin informar de las líneas gene- 
rales de actuación y objetivos principales de dicha Secre- 
taría durante la presente legislatura. 

Dado que no existe en este momento una persona en- 
cargada de la Secretaría de Estado para Asuntos Peniten- 
ciarios, la Mesa adoptó el acuerdo de solicitar del Minis- 
terio de Justicia que compareciera bien la señora Subse- 
cretaria, bien la Directora General de Asuntos Peniten- 
ciarios. 

La señora Subsecretaria tiene la palabra. 

La señora SUBSECRETARIA DEL MINISTERIO 
DE JUSTICIA (Robles Fernández): Señor Presidente, en 
cuanto al tema concreto objeto de la comparecencia, el 
informe por parte de la Secretaría de Estado, pero, en 
términos globales, del Ministerio de Justicia, sobre las 
líneas generales de actuación y objetivos de esta Secreta- 
ría de Estado durante la presente legislatura, quiero ma- 
nifestar que el plan fundamental que tiene la Secretaría 
de Estado es continuar lo iniciado desde el principio de la 
presente legislatura y que ha sido perfectamente defendi- 
do y representado por quien hasta la fecha ocupaba el 
cargo de Secretario de Estado. 

La Secretaría de Estado de Asuntos Penitenciarios ha 
pretendido -y en esa línea va a continuar- insistir en algo 
que nos parece absolutamente fundamental, que es la 
profundización en el artículo 25 de la Constitución, que, 
como SS. SS. saben perfectamente, establece como una 
de las finalidades fundamentales de las penas privativas 
de libertad la reinserción y la resocialización. Siempre 
desde la Secretaría de Estado se ha pensado -y se sigue 
pensando- que el que una persona esté privada de liber- 
tad no comporta en modo alguno una limitación del resto 
de sus derechos. Una persona está privada de libertad 
con aquellas penas accesorias que los tribunales le hayan 
impuesto, pero la Administración -y ése ha sido uno de 
los objetivos fundamentales de la Secretaría de Estado y, 
como digo, va a seguir siéndolo- debe cuidar primordial- 
mente el aspecto de quien está privado de libertad en la 
línea de conseguir el propósito constitucionalmente pre- 
visto de reinserción y resocialización. 

Hay que tener en cuenta el marco normativo en el que 
nos vemos, un marco normativo que responde perfecta- 
mente a esa finalidad constitucionalmente prevista y que 
siempre ha sido escrupulosamente respetado por la Se- 
cretaría de Estado. Es evidente -todos lo sakemos- el 
avance que supuso la Ley Orgánica General Penitencia- 
ria del año 198 l .  Cuando esta Ley establece como clave 
fundamental el tratamiento penitenciario de forma indi- 

vidualizada de los internos, precisamente en aras de la 
rehabilitación y resocialización, da un paso de carácter 
fundamental en la línea de los demás Estados de los 
países de Europa. Además, esta Ley introduce algo que 
para nosotros ha sido y va a seguir siendo primordial, que 
es la figura del juez de vigilancia penitenciaria y, lógica- 
mente, el control jurisdiccional de los actos de la Admi- 
nistración penitenciaria. 

No hace falta que les recuerde que ya el Consejo de 
Europa había establecido que la clave fundamental en un 
Estado de Derecho es la existencia de ese control jurisdic- 
cional de los actos de la Administración y, evidentemen- 
te, en materia penitenciaria es fundamental que exista el 
control jurisdicional de los actos de la Administración 
penitenciaria por parte del juez de vigilancia penitencia- 
ria. 

La Secretaría de Estado siempre ha impulsado ese con- 
trol jurisdiccional y es filosofía irrenunciable del Minis- 
terio de Justicia que absolutamente todos los actos de la 
Administración penitenciaria, en los términos que esta- 
blece la Ley Orgánica General Penitenciaria, queden su- 
jetos al control de los jueces de vigilancia penitenciaria, 
lo que nos parece un reforzamiento de las garantías de los 
internos y, naturalmente, un reforzamiento del Estado 
democrático y de Derecho. Insisto en que ésa ha sido 
siempre la preocupación fundamental de la Secretaría de 
Estado hasta la fecha y que así va a seguir siéndolo. 

Como primeras actuaciones normativas del Ministerio 
de Justicia en estos cuatro primeros meses, podemos ha- 
cer mención al artículo 25 1 del Reglamento penitencia- 
rio y a su modificación. Mediante esta reforma del Regla- 
mento penitenciario se introdujeron dos cuestiones que 
nos parecen fundamentales. En primer lugar, la supre- 
sión del plazo de dos meses para la clasificación en tercer 
grado de determinados internos y, en segundo lugar, la 
necesidad de notificar las resoluciones que pudiera dictar 
la Administración penitenciaria al Ministerio Fiscal. En 
cuanto a la primera de las cuestiones que he anunciado, 
la supresión del plazo de dos meses para la clasificación 
en tercer grado, manifiesta la voluntad del Ministerio de 
Justicia, representado por la Secretaría de Estado, de dar 
cumplimiento a esa previsión constitucional. Si la finali- 
dad de la pena privativa de libertad es la reinserción en la 
sociedad, no tiene ninguna razón de ser que aquellas 
personas que por motivos diversos, por el transcurso del 
tiempo o por su propia evolución personal estuvieran ya 
reinsertadas y resocializadas, tuvieran que pasar un pe- 
ríodo de rodaje en las condiciones ordinarias que preveía 
la Ley Penitenciaria. 

Con esa reforma se posibilita que aquellas personas 
que por las razones antes expuestas estén ya plenamente 
reinsertadas o resocializadas, puedan ser clasificadas ini- 
cialmente en tercer grado, lo que les comporta que no 
exista para ellas una ruptura con lo que es su realidad 
social y familiar y simplemente tengan que ir a dormir al 
centro penitenciario. Creemos que éste ha sido un avance 
y una profundización en lo que para nosotros es funda- 
mental, el respeto a las previsiones constitucionales esta- 
blecidas en el artículo 25 de la Carga Magna. 
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Otro de los puntos que el Ministerio de Justicia, la 
Secretaría de Estado, ha impulsado dentro del marco de 
esta reforma normativa, es que las resoluciones que dicte 
la Administración penitenciaria y, en concreto, dentro 
del marco de la clasificación, sean notificadas al Ministe- 
rio Fiscal. 

Decía antes que hemos sido absolutamente respetuo- 
sos y consideramos que es fundamental el control de los 
actos de la Administración penitenciaria por parte de los 
jueces de vigilancia. De esta manera y con esta reforma se 
viene a recoger expresamente una preocupación compar- 
tida y puesta de relieve en esta Cámara en el sentido de 
que el Ministerio Fiscal tuviera conocimiento de las reso- 
luciones de la Administración penitenciaria para que, en 
el caso de que no las compartiera, pudiera ejercitar los 
correspondientes recursos y fuera, en definitiva, el juez 
de vigilancia penitenciaria el que valorara la procedencia 
o improcedencia de esa clasificación realizada por la Ad- 
ministración penitenciaria para quien, como repito e in- 
sisto una vez más, ha sido y va a ser siempre fundamental 
el control de la autoridad judicial. 

Saben SS. SS. perfectamente que el Ministerio de Justi- 
cia ha venido proclamando lo que llamamos el Pacto de 
Estado por la Justicia. Evidentemente, ese pacto de Esta- 
do hace referencia también al tema penitenciario, porque 
la Secretaría de Estado siempre ha entendido que la fun- 
ción de la ejecución de las penas y, concretamente, de la 
pena privativa de libertad, va íntimamente ligado al con- 
tenido jurisdiccional. Por tanto, no se puede hablar sólo 
de la Administración de Justicia en el marco del ejercicio 
de juzgar, sino también en el marco del ejercicio de ejecu- 
tar. En ese sentido, la ejecución de las penas privativas de 
libertad y todo lo que absolutamente eso comporta tie- 
nen que estar dentro de ese pacto de Estado porque, en 
definitiva, es Administración de Justicia. 

Yo estoy segura de que todos los grupos parlamenta- 
rios comparten las mismas preocupaciones a que yo me 
he referido y esta misma línea que he expuesto, esa pro- 
fundización de los mandatos constitucionales. Hay que 
intentar conseguir en ese marco una actuación en el cam- 
po penitenciario que yo calificaría de presente, en el sen- 
tido global de mejorar las condiciones de vida en los 
centros penitenciarios y de futuro, en el sentido de poten- 
ciar y trabajar en la línea de la reinserción social. 

Hay que tener en cuenta cuál es la realidad existente en 
este momento en nuestro país en el marco penitenciario. 
Hay que decir que en el momento actual aproximada- 
mente existen 47.000 personas privadas de libertad, de 
las cuales 7.000 están en la Comunidad Autónoma de 
Cataluña que, como SS. SS. saben, es la única Comuni- 
dad Autónoma a la que se transfirió el conocimiento de 
la materia penitenciaria. 

Se ha producido, pues, en los últimos años un incre- 
mento muy importante del número de personas privadas 
de libertad. Eso no va a unido a un aumento de la delin- 
cuencia, porque eso no ha sido así, sino que ha ido unido 
a un aumento de la eficacia policial y a algo que para 
nosotros es muy importante, a una cierta agilización de 
los procedimientos judiciales. Frente a una situación, 

hace tres o cuatro años, en la que el número de los pre- 
ventivos era superior al número de los penados, podemos 
decir que en este momento el número de los penados es 
considerablemente superior al de los preventivos. Eso 
comporta que mientras que el tiempo que una persona 
está en prisión provisional es inferior, porque viene limi- 
tado por las prescripciones de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal y los plazos que SS. SS. conocen perfectamente, 
tratándose de penados su estancia en prisión es siempre 
mayor. La Secretaría de Estado ha sido siempre cons- 
ciente de la realidad, del número de personas que en este 
momento están en los centros penitenciarios, y quiere 
hacer todo su planteamiento conociendo esa realidad so- 
cial. 

Decía que nuestro planteamiento va en un doble senti- 
do, en un primer sentido que yo calificaba como de mejo- 
ra de las condiciones de vida en los centros penitencia- 
rios. Lo primero que eso comporta es que los centros 
penitenciarios sean nuevos, donde las condiciones de vi- 
da en prisión sean lo más agradables posibles para el 
interno. Una persona está privada de libertad, como de- 
cíamos antes, pero no está privada del resto de los dere- 
chos. 

Hay que decir que la Ley Orgánica General Penitencia- 
ria fue muy pionera y progresista en la defensa a ultranza 
de esos derechos. Artículos tales como el 19 de la Ley, en 
el que expresamente se hablaba del derecho de los inter- 
nos a tener unas celdas individuales, no pueden quedar 
solamente como un mero desiderátum y como una plas- 
mación puramente normativa, sino que tienen que ser 
aquello a lo que todos aspiremos para dignificar esas 
condiciones de vida en la prisión. Saben ustedes perfecta- 
mente que ha sido siempre una preocupación de la Secre- 
taría de Estado el que esas condiciones de vida en la 
prisión se desarrollaran de la mejor forma posible. Para 
ello era necesario acabar con centros obsoletos, centros 
que todos conocíamos y que muchos databan incluso del 
siglo XIX. Es precisamente por esa razón por la que el 
Gobierno de la Nación, a propuesta del Ministerio de 
Justicia, aprobó el Plan de creación y amortización de 
centros, en el que se prevé que entren en funcionamiento 
dieciocho nuevos centros. 

Lo que nos interesa fundamentalmente al Ministerio 
de Justicia y a la Secretaría de Estado no es tanto la 
polémica concreta del diseño arquitectónico, que puede 
ser más o menos criticable, sino que en él, con cumpli- 
miento de las previsiones legales, se llegue a unas condi- 
ciones dignas de vida en prisión. Dentro del marco global 
al que antes me refería de ese Pacto de Estado por la 
Justicia, en el que incluyo necesariamente la Administra- 
ción penitenciaria, hay que hacer una llamada a la res- 
ponsabilidad de los grupos políticos. No es coherente 
hablar de que queremos esas mejores condiciones de vida 
y unos centros más humanos, cuando desde las distintas 
áreas donde existen responsabilidades políticas, en go- 
biernos municipales, por ejemplo, se ponen obstáculos e 
impedimentos a la creación de nuevos centros peniten- 
ciarios. 

A mí si me gustaría hacer ese llamamiento en esa línea 
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global a que yo me refería, que sabiendo y siendo cons- 
ciente de la sensibilidad de todos los grupos parlamenta- 
rios en el tema de las penas privativas de libertad, hemos 
de hacer todos un esfuerzo, cada uno dentro de su res- 
ponsabilidad, para conseguir esos centros que comporten 
esas condiciones dignas de vida en las prisiones, el que 
podamos, dentro de unos años, decir que hemos hecho 
efectivas las previsiones de la Ley General Penitenciaria. 
Evidentemente, sería una satisfacción para todos llegar a 
esa previsión de una celda individual por interno. 

Otro tema que ha preocupado considerablemente has- 
ta la fecha a la Secretaría de Estado y que va a seguir 
preocupándole es la mejora y la profundización en el 
modelo sanitario. 

Estamos en condiciones de decir que la Sanidad en las 
prisiones en los Últimos años, prácticamente desde 1989, 
ha sufrido una evolión fundamental. En el momento ac- 
tual podemos afirmar que contamos con 357 médicos 
penitenciarios generales, con 286 ATS, y con 345 auxilia- 
res de enfermería. Esa mejora y profundización del mo- 
delo sanitario que ha sido una constante en la Secretaría 
de Estado y que va a seguir siéndolo tiene líneas de desa- 
rrollo fundamental que yo quiero exponer aquí. 

En primer lugar, le ha preocupado siempre a la Secreta- 
ría de Estado un asunto primordial, como es el de la 
lucha contra el sida en los centros penitenciarios. La pro- 
blemática del sida ni se puede ni se debe ceñir a los 
centros penitenciarios, porque todos sabemos cuál es la 
realidad actual, y precisamente hoy es el mejor día para 
hablar de ello en cuanto que es el dlá del sida y todos 
ustedes habrán leído en los periódicos la evolución de 
esta enfermedad no solamente en el resto del mundo 
sino, en concreto, en España. No podemos tampoco en- 
gañarnos, porque dentro de la población penitenciaria 
existe un número de individuos que comporta un factor 
de riesgo importante. De ahí que la política de la Secreta- 
ría de Estado haya sido -y va a seguir siéndolo- la de 
trabajar en un doble sentido. En primer término, luchar 
contra la prevención del contagio en los centros peniten- 
ciarios y, en segundo, el tratamiento de aquellos internos 
que en este momento estén afectos al virus de inmunode- 
ficiencia adquirida. 

En cuanto a la primera de las cuestiones que yo plan- 
teaba, la prevención del contagio, la Secretaría de Estado, 
desde el año 1989, ha sido absolutamente sensible y re- 
ceptiva a las previsiones de la organización Mundial de 
la Salud. Como todos ustedes saben, la Organización 
Mundial de la Salud dio una normativa para luchar con- 
tra el contagio del SIDA, fundamentalmente en las pri- 
siones. Desde que la Organización Mundial de la Salud se 
pronunció en estos términos, la Secretaría de Estado asu- 
mió perfectamente todas estas consideraciones y, por 
medio de sucesivas circulares, las llevó a la práctica. En 
ese sentido, se han tomado medidas tales como el reparto 
gratuito de lejía entre los internos o el reparto gratuito de 
preservativos. Se va a seguir en esa línea. Creo que la 
Organización Mundial de la Salud se ha felicitado sobre 
el tratamiento y la respuesta que se ha dádo a esta cues- 
tión en las prisiones españolas. 

También nos preocupa enormemente el tratamiento 
individualizado, el tratamiento a aquel recluso que es 
portador del virus. Es notorio -no hace falta que lo diga- 
que el virus se descubre en diferentes estadios, por lo que 
lógicamente no puede existir un tratamiento individuali- 
zado para cada uno de los internos. Lo que se ha preten- 
dido, y se va a tratar de conseguir, es que exista un con- 
trol de aquellas personas que voluntariamente quieran 
acceder al mismo. Lo que ha potenciado la Secretaría de 
Estado es que aquellas personas que quieran someterse a 
controles, incluso para detectar si son portadores o no del 
anticuerpo, puedan realizar ese control que esas personas 
voluntariamente han pedido. Si esas personas volunta- 
riamente quieren incidir en la línea de su recuperación, la 
Secretaría de Estado va a ser absolutamente respetuosa, 
como lo ha venido siendo hasta la fecha, proporcionando 
el tratamiento que sea necesario. 

Yo puedo decir que en este momento el 5,9 por ciento 
de los interno’s que están en los centros penitenciarios 
está tratado con retrovirus con AZT, que conocen uste- 
des perfectamente, y el gasto que se ha venido generando 
en lo que llevamos del presente año ha sido de 750 millo. 
nes de pesetas. Insisto en que, en la medida en que para 
nosotros el aspecto individual y humano de la persona 
privada de libertad es fundamental, no vamos a regatear 
ningún tipo de medios en cuanto a la cura y el tratamien- 
to. Todo ello, claro está, sin perjuicio de que somos res- 
petuosos y que nos parecen muy bien aquella decisiones 
que los Órganos judiciales puedan adoptar, en el marco 
del artículo 60 del reglamento penitenciario, que com- 
porten que las personas portadoras de sida, cuando el 
deterioro de su personalidad física sea muy avanzado, 
puedan ser puestas en libertad. Hacía mención a que la 
lucha contra el sida, en esa doble vertiente de prevención 
y tratamiento, ha venido preocupando, desde el año 
1989, a la entonces Secretaría General de Instituciones 
Penitenciarias, hoy Secretaría de Estado, y que va a se- 
guir preocupándola, en el marco sanitario que definía. 

También le han preocupado enormemente, y se han 
producido avances importantes, los incrementos de las 
campañas de vacunación. Se ha sido muy sensible, sobre 
todo, para evitar el contagio de la hepatitis B. Puedo 
decir que en este momento existen campañas de vacuna- 
ción muy importantes contra dicha enfermedad, que han 
supuesto una reducción importante del número de conta- 
gios de la hepatitis B. Yo quisiera hacer una mención 
-por las connotaciones que a veces tienen la hepatitis B 
con el sida- a declaraciones como las del doctor Nájera, 
por ejemplo, cuyo carácter de experto en el sida todo el 
mundo conoce, que remarcaba el correcto y adecuado 
tratamiento que se está siguiendo en las prisiones con los 
enfermos del virus VIH, incluso afirmaba que era un 
tratamiento mejor que el que se daba fuera del marco 
penitenciario. Es un logro que se ha conseguido y en esa 
línea se va a seguir trabajando. 

Preocupa enormemente a la Secretaría de Estado, y le 
va a seguir preocupando, el tema de las toxicomanías y de 
la drogodependencia en los centros penitenciarios. Eso 
también tiene una doble vertiente. En primer lugar, la 
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lucha contra la circulación de la droga en los centros, y, 
en segundo lugar, el tratamiento de aquellos internos que 
sean toxicómanos o adictos a sustancias estupefacientes. 
No se les escapa a SS. SS. que el problema de la circula- 
ción de la droga en los centros penitenciarios nos ha 
venido preocupando. La Secretaría de Estado ha impul- 
sado medidas de vigilancia y de control que ha comporta- 
do el que haya disminuido considerablemente la circula- 
ción de la droga en los centros penitenciarios. Pero hay 
que ser realistas, uno de los cauces de difusión de las 
drogas dentro de los centros penitenciarios son los con- 
tactos vis-u-vis. Ahí se nos plantea el problema -que es la 
línea en la que hay que seguir trabajando- de intentar 
compaginar el derecho de los internos a relacionarse con 
sus familiares, a esos contactos vis-u-vis, y aquellas medi- 
das de control que pueden impedir ese desarrollo del 
tráfico de las drogas en los centros penitenciarios. 

Siendo muy conscientes de la problemática que se 
plantea, hemos de intentar luchar, en la línea en que lo 
venimos haciendo, por compaginar esas medidas y que 
eso no comporte una limitación del derecho a las comu- 
nicaciones que tienen los internos, que, insisto, aun cuan- 
do privados de libertad, están en plenitud de los demás 
derechos, salvo de aquéllos inherentes a la pena privativa 
de libertad que se les hubiera impuesto. 

En el otro marco al que antes me refería, nos preocupa 
el cuidado de la persona privada de libertad, que es toxi- 
cómano. También en esto, la Secretaría de Estado ha 
tenido una gran sensibilidad, desde el año 1989, en el 
tratamiento y la atención de los individuos toxicómanos 
o drogodependientes. Se han iniciado políticas de desin- 
toxicación, de deshabituación y, sobre todo -algo que 
nos ha parecido fundamental y en cuya línea vamos a 
seguir trabajando-, se ha llegado a convenios con el Plan 
Nacional de Lucha contra la Droga, que se ha ido deri- 
vando hacia planes regionales, y en este momento pode- 
mos decir que 60 centros penitenciarios están desarro- 
llando y participando en programas asistenciales, con 
una participación de 2.900 reclusos. 

Nos parece fundamental que exista una política de 
acercamiento a la persona que está en prisión, para expli- 
carle cuál es la problemática de la droga y para ofrecerle 
aquellas opciones que comporten que él, voluntariamen- 
te, opte por esa línea de desintoxicación a que anterior- 
mente hacía referencia. Esa política iniciada de relación 
con el Plan Nacional de Lucha contra la Droga y con los 
planes regionales, va a seguir siendo una pieza clave den- 
tro del tratamiento de los toxicómanos en prisión. Nos 
preocupa mucho este aspecto y queremos que exista un 
acercamiento al individuo que está en prisión, que es 
toxicómano, para explicarle cuál es la problemática real. 

Cuando ya 60 centros están participando en estos pla- 
nes asistenciales nos debemos felicitar, sin perjuicio de 
que hay que intentar llegar al mayor primero posible de 
centros y concienciar a aquellos internos que quieran, 
para que participen en esos programas asistenciales. 

Creemos que no se podría diseñar una mejora en las 
condiciones de vida en las prisiones si no hubiera un 
complemento imprescindible, que es el dicilogo y la for- 

mación permanente de los funcionarios. Se ha impulsado 
desde la Secretaría de Estado una política de diálogo con 
los funcionarios, porque es fundamental en el diseño de 
lo que queremos que sean las condiciones de vida en la 
prisión. Han participado los funcionarios, van a seguir 
participando, ésa es nuestra voluntad, ya que, repito, nos 
parece fundamental que exista una auténtica política de 
formación de los funcionarios. Nos negamos en rotundo 
-y ésa ha sido siempre la intención de la Secretaría de 
Estado- a considerar que se puede contraponer la posi- 
ción del funcionario como elemento represor, en el ámbi- 
to de las prisiones. Evidentemente hay unas funciones de 
vigilancia y de control, pero al funcionario hay que impli- 
carle en esa motivación, que nos parece fundamental, de 
luchar por la reinserción y resocialización de los internos. 

En ese marco -que ha venido preocupando a la Secre- 
taría de Estado- se han iniciado unos planes de forma- 
ción continuada de todos los funcionarios, de tal manera 
que han empezado en el año 1993 y estamos en condicio- 
nes de afirmar que, en un período de cinco años, absolu- 
tamente todos los funcionarios penitenciarios habrán pa- 
sado por estos cursos de formación, con lo que eso com- 
porta de beneficio para los internos y, en definitiva, para 
todo el diseño de la política penitenciaria. 

También se ha venido potenciando desde la Secretaría 
de Estado -es otra de las líneas fundamentales en que 
vamos a seguir trabajando- el reforzamiento y la mejor 
cualificación de los equipos de tratamiento. Los equipos 
de tratamiento nos parecen fundamentales, sobre todo, 
porque -como decía antes- nuestra Ley General Peniten- 
ciaria ha hecho de la figura del tratamiento penitenciario 
individualizado la clave de bóveda del sistema. Si quere- 
mos esa resocialización hemos de tender a que el trata- 
miento de los internos sea puntual y no global. De esa 
manera, los equipos son fundamentales, debiendo exigir 
que exista una cualificación de todos sus integrantes: 
psicólogos, juristas, pedagogos, sociólogos, etcétera, y 
por esa razón, desde la Secretaría de Estado, se viene 
impulsando -y así se va a seguir haciendo- una dinámica 
y un diseño de formación permanente y continuada de 
los mismos. Nos parece imprescindible conseguir que 
estas personas, por su capacitación -que ya la tienen, 
pero en la que es evidente que hay que seguir abundan- 
do-, puedan acceder a un contacto y a una relación más 
directos con los internos. Todo ello, sin perjuicio, como 
venía diciendo, de que seamos muy conscientes de cuál 
es la razón de ser y las funciones del equipo de tratamien- 
to. En ningún caso, por medio de sus decisiones y de la 
propia Adminstración penitenciaria, ésta va a pretender 
eludir -lo que decíamos nos parece fundamental- el con- 
trol jurisdiccional de los actos de la Administración peni- 
tenciaria. Puedo adelantar que se van a ampliar las plazas 
de pedagogos y sociólogos, que son las que en este mo- 
mento están menos cubiertas en los distintos equipos de 
tratamiento. 

Este sería, en líneas generales, el planteamiento que la 
Secretaría de Estado ha venido haciendo, en el que va- 
mos a seguir incidiendo para mejorar las condiciones de 
vida, que yo diría de presente, en los centros penitencia- 
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rios. Decía que nos preocupa enormemente no sólo las 
cuatro paredes de la prisión, sino la proyección que he- 
mos de dar a la vida de los reclusos en cuanto a la reinser- 
ción social a la que con anterioridad hacía mención. En 
este sentido, la Secretaría de Estado se ha preocupado de 
fomentar y ampliar los planes de ocupación integral en 
los centros. En estos planes de ocupación integral con 
distintas áreas, tanto el área escolar como de formación 
laboral, sociocultural y terapéutica, está participando el 
62  por ciento de los internos. Hemos de conseguir, por lo 
menos en determinadas áreas como la escolar y la de 
formación profesional, que llegue a la participación -y 
ésa es la voluntad de la Secretaría de Estado- el 100 por 
cien de los internos. Hemos de hacer que la estancia de 
los mismos en la prisión les dé un bagaje, tanto cultural 
como en su caso de formación profesional, que les permi- 
ta a la salida acceder a unas condiciones dignas de vida 
en libertad. Sé que eso es algo difícil y complicado, pero 
entraría dentro de la dinámica de ese pacto de Estado a 
que antes me refería porque, en definitiva, la considera- 
ción del recluso como persona no le es ajena a ningún 
grupo parlamentario. Vamos a continuar en la misma 
línea que venía exponiendo en la que ha trabajado la 
Secretaría de Estado, de fomentar y ampliar los planes de 
ocupación integral. 

También le han preocupado a la Secretaría de Estado 
-y en esa línea se va a seguir trabajando- los distintos 
convenios con instituciones de diferentes ámbitos, que le 
permitan al interno, una vez que sale, tener posibilidades 
fundamentalmente de carácter laboral. A nadie se le esca- 
pa que esto es difícil en el momento actual, pero ninguno 
de nosotros cumpliríamos con nuestra labor -por supues- 
to, la Administración, pero también los grupos políticos- 
si simplemente nos limitáramos a hacer un planteamien- 
to que comportara aislar o aparcar a una persona durante 
el tiempo de cumplimiento de la pena privativa de liber- 
tad. Hemos de ser más audaces en el sentido que yo decía 
antes de implicarnos de tal manera que, en los distintos 
niveles de administraciones: autonómicas, municipales, 
diputaciones, etcétera, seamos capaces de ir a una serie 
de convenios que permitan dar unas perspectivas de fu- 
turo a los internos. En este momento hay algunos conve- 
nios en marcha con el Instituto Nacional de Empleo y 
con el Instituto de la Mujer, para ayudar a las mujeres 
con familia, una vez cumplida la pena privativa de liber- 
tad. Es un objetivo fundamental seguir incidiendo en 
esta línea de convenios, que permitan que la reinserción 
no sea solamente una declaración con la que todos nos 
llenemos la boca porque está prevista en la Constitución, 
sino que además sea un compromiso y una realidad. 

Me parece que he diseñado de una forma muy genérica 
cuáles son las líneas que se van a seguir desde la Secreta- 
ría de Estado de Administraciones Penitenciarias. Quie- 
ro remarcar que no es sino la continuación de lo que se ha 
venido haciendo hasta ahora. El Ministerio de Justicia es 
absolutamente consciente de que la línea en que ha de 
trabajarse es la profundización en el ámbito constitucio- 
nal de los derechos de los internos. Ahí sí creo que es un 
compromiso no sólo y exclusivamente del Ministerio de 

Justicia, sino de todos aquellos que tienen una responsa- 
bilidad política. 

Por tanto, insisto, ese pacto de Estado de Justicia que 
desde el Ministerio de Justicia venimos reclamando no 
puede, en modo alguno, dejar excluidas a las personas 
privadas de libertad. Esa es la aportación que quiero 
hacer y, a la vez, es el compromiso y el llamamiento que 
también pido a esta Cámara. 

El señor PRESIDENTE: ¿Grupos que desean interve- 

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra 
nir? (Pausa.) 

el señor Gil Lázaro. 

El señor GIL LAZARO: Señor Presidente, señorías, 
nosotros creemos que los acontecimientos políticos origi- 
nados por la reciente sentencia del Tribunal Constitucio- 
nal en torno a la Ley de Seguridad Ciudadana no han 
dejado sin sentido a esta comparecencia, que si en un 
momento la planteamos con el fin de conocer cuáles eran 
los objetivos que el equipo encabezado por el señor Asun- 
ción pretendía desarrollar a lo largo de esta legislatura, 
ahora nos permite diferir ese debate para el instante en 
que quede configurada la nueva cúpula de la Administra- 
ción penitenciaria y plantear hoy, como ha hecho la seño- 
ra Subsecretaria, cuál es a nuestro juicio el balance que 
deja tras de sí el actual Ministro del Interior por cuanto 
que ese balance va a condicionar la gestión de quien le 
suceda, como es natural. Como es natural también, noso- 
tros partimos de upa consideración que si no se ha citado 
3quí por parte de la señora Subsecretaria, sí tenemos que 
mencionar nosotros. Esa consideración es algo que nos 
parece obvio: los indudables logros que se han obtenido 
:n materia de dispersión de presos etarras, logros a cuya 
:onsecución han colaborado todas las fuerzas políticas 
ictivamente vinculadas a la lucha contra la violencia, 
'orman parte, desde nuestro punto de vista, más de una 
3olítica antiterrorista que de una política penitenciaria y, 
:n todo caso, la política penitenciaria estricta desarrolla- 
Ja por el equipo Asunción no cabe valorarla ni confun- 
Jirla exclusivamente conforme a ese extremo. 

Ya dijimos ante el Pleno de la Cámara, con ocasión de 
iuestra reciente interpelación y del subsiguiente debate 
le la correspondiente moción, que la era Asunción al 
*rente de las prisiones españolas se caracterizaba esen- 
:¡almente, desde nuestro punto de vista, por los siguien- 
es considerandos. En primer lugar, por la sustitución en 
a práctica de ese modelo reeducacional y de custodia 
:oncebid0 en nuestra Constitución, por un modelo exclu: 
iivamente de custodia. En segundo lugar, por una inca- 
>acidad para la resolución del problema del hacinamien- 
o. En tercer lugar, por la ausencia de una individualiza- 
:iÓn científica en el seguimiento de la condena, lo que 
mplica abandonar al recluso a su propia suerte y acen- 
uar en él todas las patologías que le han llevado a la 
:arcel. Hoy se nos ha hablado de que se ha llevado a cabo 
ina tarea de reforzamiento de los equipos de observación 
tratamiento y, sin embargo, la realidad cotidiana de las 

risiones sigue diciendo que esos equipos de observación 
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y tratamiento no mantienen un contacto directo con el 
recluso, que es fundamental para el desarrollo de sus 
cometidos, y que, por desgracia, han quedado reducidos 
a una tarea puramente burocrática que frustra, en primer 
lugar, a los propios profesionales, como es natural, y, en 
segundo lugar, impide el que éstos puedan prestar la asis- 
tencia debida al recluso. 

En cuarto lugar, dijimos que el fracaso rotundo en 
materia de lucha contra el tráfico y consumo de droga en 
el interior de las prisiones y la carencia de una política 
integral de terapias recuperadoras sobre los toxicóma- 
nos, es también un considerando que surge de la realidad. 
Hoy la señora Subsecretaria ha empezado a hablar de 
algo que no se había planteado nunca hasta que nosotros 
lo esgrimimos en nuestra moción: la necesidad de un 
plan de lucha contra el tráfico y el consumo interior de 
droga. La necesidad de crear en las cárceles un espacio 
libre de droga. Hoy en las cárceles españolas, como es 
sabido de todo el mundo, la oferta de productos es prácti- 
camente la misma que en el exterior, y lo que es más 
sintomático, el precio de sus productos es el mismo que 
en el exterior, lo cual manifiesta, por desgracia, el flujo 
con el que esos productos están presentes en la vida co- 
rriente de los establecimientos penitenciarios. Ha habido 
(lo conocerá muy bien la señora Subsecretaria) expresio- 
nes de asociaciones profesionales de la Magistratura, de 
fiscales, en general, de todo el mundo profesional vincu- 
lado al hecho penitenciario, diciendo que en estos mo- 
mentos las limitaciones de tipo normativo y las carencias 
materiales para poder efectuar esa tarea de control sobre 
el acceso de droga a prisión son notorias y hay que sol- 
ventarlas. 

En quinto lugar -también de ello se ha hablado esta 
mañana-, los vaivenes bruscos experimentados en el di- 
seño y en la concepción de lo que es el modelo sanitario 
a desarrollar en el interior de los establecimientos han 
impedido que se haya podido desarrollar una tarea efec- 
tiva de garantía de ese derecho a la salud de los internos. 
Aquí se ha pasado -y basta releer los «Diarios de Sesio- 
nes»- de la concepción de un modelo de asistencia inte- 
gral, dentro de los propios centros, con las correspon- 
dientes inversiones realizadas para dar cumplimiento al 
desarrollo de ese modelo, a un modelo de asistencia ex- 
trapenitenciaria por vía de convenios, modelo que falla 
notablemente y hay que pensar que, por ejemplo en la 
provincia de Valencia, por la que yo soy Diputado, hace 
unas semanas los presos han estado paseándose en ambu- 
lancias porque los centros con los que Instituciones Peni- 
tenciarias tenía firmzdos convenios de asistencia no los 
querían recibir, probablemente por pura política admi- 
nistrativa de enfrentamiento entre unos centros y otros, 
pero ésa ha sido la realidad. 

Creemos que no se ha dado una respuesta efectiva en 
este momento a problemas tan graves como el de la toxi- 
comanía, el avance del sida o el avance de las enfermeda- 
des infecto-contagiosas. Hay que pensar que el señor 
Garzón, como recordábamos en el texto de nuestra inter- 
pelación, recientemente afirmaba que en 43 estableci- 
mientos penitenciarios no se había desarrollado ningún 

plan de asistencia, tratamiento o prevención en materia 
de toxicomanías. Y añadía que a partir de esta legislatura 
se iban a intentar crear unidades de tratamiento en todos 
los centros. Pero, como también dijimos en su momento, 
siendo fundamental, desde nuestro punto de vista, la 
política de convenios en esta materia con otras institu- 
ciones públicas o privadas, no puede quedar subordina- 
do el papel principal y la responsabilidad esencial de la 
Administración penitenciaria en esta materia a la verifi- 
cación o no de esos convenios. El convenio tiene que ser 
un elemento protagonista y principalísimo, jnaturalmen- 
te que sí!, en la cooperación, pero no puede dejar sin 
efecto la responsabilidad que en este ámbito tiene la Ad- 
ministración. 

Hablamos también, naturalmente, de la preocupante 
disminución del índice de seguridad en nuestras prisio- 
nes; hablamos de una gestión ordinaria, que nosotros 
entendemos que es caótica, lenta y plagada de descoordi- 
nación; hablamos de una política presupuestaria y econó- 
mica que no resiste el mínimo análisis porque ha careci- 
do de elementos de racionalidad y control en la previsión 
y en la ejecución del gasto, no ha respetado, en su desa- 
rrollo, aspectos sustanciales del procedimiento legalmen- 
te establecido y ha carecido de transparencia y objetivi- 
dad en muchos de sus aspecto;; hablamos de una política 
de personal, dígase lo que se nos diga, autoritaria, secta- 
ria y caprichosa, en virtud de la cual se ha utilizado 
arbitrariamente al funcionario para tratar de convertirlo 
en una pieza atemorizada y sometida, en vez de respetar 
su necesario papel protagonista y participativo en el dise- 
ño y ejecución de la política penitenciaria. Hoy se nos ha 
dicho que ha habido una política de diálogo permanente. 
No es eso lo que dicen los propios colectivos sindicales, y 
no son ésos, desde luego, los datos que ofrece la realidad. 
Se ha convertido -y lo sabe bien la señora Subsecretaria- 
al Cuerpo de Funcionarios de Prisiones en el Cuerpo más 
castigado por expedientes del conjunto de las administra- 
ciones públicas, y en la perseveración -nosotros creemos 
en ella- de ese papel educador y comunicador del funcio- 
nario y no de un papel represivo. Sin embargo, no ha sido 
ésa la orientación que se intentaba dar al Último gran 
proyecto del señor Asunción que era, precisamente, ese 
anteproyecto de estatuto especial, que también ha sido 
contestado de una manera contundente por los principa- 
les afectados, es decir, por la representación sindical de 
los funcionarios. 

Hemos hablado de una sistemática utilización irregu- 
lar de la capacidad y de la potestad autoorganizativa de la 
Administración para trascender muchas veces el marco 
de legalidad, creando de hecho un ordenamiento paralelo 
orientado a ampliar los márgenes de discrecionalidad en 
la conducta y decisiones de la estructura directiva peni- 
tenciaria; hemos hablado de una estrategia permanente- 
mente dirigida a suplantar la función de los órganos juris- 
diccionales y a evitar el control judicial; por último, he- 
mos hablado de un continuo empeño por sustraer el co- 
nocimiento de la realidad penitenciaria a la opinión pú- 
blica y a las instituciones, adoptando una actitud oscu- 
rantista y de aislamiento tan inaceptable como estéril. 
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Comprendo que estas conclusiones no tienen que gus- 
tar, como es natural, a los responsables del Ministerio y, 
particularmente, a los responsables de ese equipo hoy 
pendiente de renovación, pero es que ésas son, señora 
Subsecretaria, las conclusiones que nos arroja el análisis 
mismo de la realidad. 

A quienes nos dicen que les parece intolerable -y se nos- 
ha dicho recientemente- que se aproveche el tema peni- 
tenciario para hacerlo objeto de discusión política, por- 
que éste es un aspecto especialmente bien tratado en 
nuestro país, nosotros tenemos que reprocharles su esca- 
so apego a la realidad y, desde luego, su confusión en 
relación con lo que significa el debate parlamentario en 
una sociedad democrática, amén de un inútil tono triun- 
falista. Aquí no estamos para hacer política en función de 
la realidad penitenciaria; aquí estamos -por lo menos ésa 
es la posición de mi Grupo y estoy convencido que de la 
mayor parte de los grupos parlamentarios- para intentar 
solventar una realidad y para intentar acomodar esa rea- 
lidad a las previsiones de nuestro ordenamiento. 

A quienes nos dicen que manejamos mal los datos 
porque en España hay más de 12.000 presos preventivos, 
hay que recomendarles que al menos conozcan las cifras 
que da el propio Gobierno. La señora Subsecretaria sabrá 
perfectamente que en recientísimas respuestas a pregun- 
tas parlamentarias se nos dice que ésa es la cifra de pre- 
ventivos. Si luego, en el debate parlamentario, se nos 
niega esa cifra habrá que preguntar si al tratar de descali- 
ficar esa cifra gubernamental se pretende insinuar que el 
Gobierno nos engaña, y nosotros creemos que no. A quie- 
nes nos dicen que el total de la población penitenciaria 
española es la más baja de Europa, simplemente hay que 
pedirles que se lean los papeles. Desde luego, a quienes 
nos dicen que manejamos el tópico incendiario del haci- 
namiento como elemento desestabilizador, hay que pre- 
venirles muy amablemente del riesgo que comporta lla- 
mar incendiario al Ministro y al Secretario de Estado del 
Gobierno al que se respalda, porque salvo que los «Dia- 
rios de Sesiones» mientan -y  yo no creo que mientan-, el 
señor Asunción manifestó literalmente ante esta Comi- 
sión, el pasado 18 de octubre, que «El hacinamiento si- 
gue siendo un problema.» Y el señor Ministro, en la 
sesión plenaria del pasado 3 de noviembre, sentenciaba 
también literalmente que «Ciertamente hay que decir 
que el problema de la masificación de las prisiones cons- 
tituye el problema real, el problema central, y de eso ha 
sido siempre consciente el Gobierno, mucho antes de que 
yo estuviera en el Ministerio.)) 

A quienes nos dicen -y también se nos ha dicho hoy- 
que la práctica totalidad de la población penitenciaria 
realiza trabajos productivos por los que percibé un sala- 
rio, hay que recordarles que el propio señor Asunción, en 
la sesión antes mencionada, decía también literalmente 
que «Sí, tenemos como deficitaria la dificultad para crear 
empleo dentro de las cárceles». 

A quienes nos dicen -y hoy también la señora Subse- 
cretaria ha hecho una especialísima mención- que pocos 
regímenes penitenciarios están tan controlados por el Po- 
der Judicial como el español, yo les quiero hacer simple- 

mente cita literal de algo que se establece en la ultima 
Memoria del Fiscal General del Estado y que el propio 
Fiscal General del Estado eleva a la categoría de conclu- 
siones, lo cual es muy sintomático, y supongo que para 
algún grupo parlamentario no será sospechosa de tenden- 
ciosidad la figura del Fiscal General del Estado. Pues 
bien, en esa Memoria se dice literalmente: «La jurisdic- 
ción de vigilancia penitenciaria nace con un claro objeti- 
vo, que es evitar que la ejecución o el cumplimiento de la 
pena privativa de libertad siguiera realizándose bajo el 
exclusivo control de la Administración penitenciaria. 
Doce años después del inicio del funcionamiento de los 
juzgados de vigilancia penitenciaria, nos encontramos en 
el mismo punto de partida pues quien, en definitiva, 
determina el modo e incluso la duración de la condena 
cuando es carcelaria es la Administración. Es notoria la 
actual falta de transparencia junto con el afán de eludir 
ya no sólo un control, sino un mero conocimiento por 
parte de los juzgados de vigilancia.» Y sigue la Memoria: 
«La Administración penitenciaria consigue, a través de 
sus instrucciones y circulares, una línea de actuación je- 
rarquizada y concreta que le permite escapar de lo que 
considera intromisiones judiciales.» Continúa la Memo- 
ria: «A través de esas directrices, la Administración peni- 
tenciaria puede llegar a modificar el sentido del fallo 
condenatorio, tanto en la modalidad de su cumplimiento 
como incluso en la duración del mismo.» Y termina la 
Memoria: «Huelga decir que tales directrices, instruccio- 
nes o circulares no son facilitadas al juzgado de vigilancia 
y, lo que es más grave, son de primordial y obligado 
cumplimiento para los directores de cada uno de los cen- 
tros, con lo que, si alguna decisión del juzgado de vigilan- 
cia resulta opuesta a cualquiera de esas instrucciones, lo 
que se lleva a cabo evidentemente no es lo resuelto por el 
Órgano judicial, sino lo que ha decidido la Administra- 
ción penitenciaria.» Fin de la cita, que se podría comple- 
tar con otras citas de la propia Memoria del Fiscal Gene- 
ral en donde los fiscales señalan que en este momento no 
tienen ningún conocimiento de determinadas decisiones 
de la Administración penitenciaria, que es indispensable 
que conozca el Ministerio Fiscal por si quiere recurrir, 
por ejemplo, las clasificaciones en grado, o en donde los 
fiscales están pidiendo que se dote de efecto suspensivo 
al recurso interpuesto por el fiscal frente a la concesión de 
permisos porque, evidentemente, si no se les dota de ese 
efecto suspensivo el propio recurso carece de sentido. 

Ahora bien, lo que ocurre, señora Subsecretaria, es que 
este conjunto de cosas que nosotros hoy hemos plantea- 
do, que son el diseño auténtico de la realidad y que pro- 
ducen la quiebra del sistema concebido en nuestro orde- 
namiento jurídico, al señor Asunción le parecen, y cito 
textualmente: «temas de escasa importancia», tal y como 
declaraba el pasado domingo a un diario nacional. Y lo 
despachaba en un tono que nosotros podemos calificar 
de claramente despectivo, diciendo que si, en definitiva, 
el fiscal no está de acuerdo con alguna norma u orden, 
que recurra. 

Finalmente, a quienes nos dicen que incurrimos en un 
exceso al afirmar las precariedades en las actividades de 

. 
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tratamiento, fundamentalmente en las de'carácter educa- 
cional, en relación con lo que es hoy la realidad interna 
de las prisiones, nosotros tendríamos que recordarles 10 
manifestado recientemente por la Asociación Profesio- 
nal de la Magistratura cuando establecía que el artículo 
160 del Reglamento se incurnple sistemáticamente en 
todos los centros, afirmación que ha sido corroborada 
por el propio Defensor del Pueblo, o lo que recoge el 
informe del Defensor del Pueblo correspondiente a este 
año, y hago cita literal: «No se han producido avances 
significativos en cuanto a la potenciación de las activida- 
des de tratamiento, y esa falta de potenciación de los 
programas de actividades ha sido especialmente signifi- 
cativa en los centros, módulos y departamentos de jóve- 
nes.» Y añade el Defensor: «Es necesario corregir el toda- 
vía escaso índice de participación de los internos en ta- 
reas tales como la alfabetización y la escolarización.» De 
manera que no entendemos cómo, por una parte, el Mi- 
nisterio puede decimos que el 62 por ciento de los inter- 
nos participan en esas tareas de educación y de forma- 
ción y, por otra, una institución como el Defensor del 
Pueblo, que ha elaborado su dictamen sobre la base de un 
recorrido en torno a 45 centros penitenciarios españoles, 
puede hacer una afirmación de este calado. 

Señora Subsecretaria, al margen de estas consideracio- 
nes generales, habría que analizar otros aspectos que es- 
tán presentes en el día a día de la realidad de las prisiones 
y que han estado presentes, desde luego, en el día a día de 
estos cinco años de gestión. Como es obvio, no podemos, 
con carácter exhaustivo, plantear hoy aquí todos esos 
interrogantes, ni lo pretendemos, pero si algunos, toman- 
do, por ejemplo, como referencia todo lo que ha sucedido 
en estos años en torno al Organismo Autónomo Trabajos 
Penitenciarios. Nosotros no podemos entender que sea 
un balance positivo concluir una gestión con un agujero 
de 10.000 millones de pesetas en ese Organismo Autóno- 
mo y con irregularidades financieras detectadas en el 
misma por un montante superior a los 800 millones de 
pesetas. Nos interrogamos, señora Subsecretaria, sobre si 
es un balance positivo que los máximos responsables del 
Organismo Autónomo Trabajos Penitenciarios creasen 
seis empresas paralelas, para obtener de ellas beneficios 
económicos ilícitos de centenares de millones de pesetas, 
en detrimento de los ingresos del organismo oficial, y que 
la Secretaría General se inhibiera de su responsabilidad 
política en ese asunto. Nos preguntamos si es un balance 
positivo que un organismo que manejaba amplias dispo- 
siciones presupuestarias pudiera estar funcionando -co- 
mo se ha demostrado- durante años sin género alguno de 
contabilidad, con lo que eso comporta. Nos preguntamos 
si es un balance positivo pensar que muchas de esas irre- 
gularidades se hubieran podido impedir a tiempo si se 
hubieran investigado las denuncias por parte de la cúpula 
penitenciaria; denuncias que sistemáticamente llegaban 
a esa cúpula penitenciaria y a las que el señor Asunción, 
Presidente también del consejo de administración del 
Organismo Autónomo Trabajos Penitenciarios, hizo ca- 
so omiso hasta que la situación fue ya muy notoria. Y nos 
preguntamos si es un balance positivo que la persona que 

estaba al frente de la inspección general durante el tiem- 
PO en que se produjo ese fraude y que no fue capaz de 
detectarlo, sin embargo, fuese premiado contratándole 
como asesor jurídico de la empresa pública Infraestruc- 
turas y Equipamientos Penitenciarios y que, en cambio, 
el jefe de la inspección general, que descubrió e investigó 
el fraude, terminara teniendo que dimitir ante las dificul- 
tades que se le plantearon para poder desarrollar esa 
investigación. 

Nos preguntamos también si es resultante de una ges- 
tión adecuada que un centro como el de Jaén-2, por to- 
mar un centro como referencia, presupuestado en 1.500 
millones, terminase costando casi 3.000 millones, y que 
prácticamente recién terminado se hayan tenido que rea- 
lizar notables inversiones por las deficiencias que presen- 
ta. Si es el resultante de una gestión adecuada que se 
comprara el solar para la cárcel de Soto del Real por un 
valor diez veces superior a su valor real, ya que se paga- 
ron 170 millones de pesetas por 63 hectáreas, a razón de 
2,7 millones por hectárea, y un mes más tarde -un mes 
más tarde, repito- un particular compra la finca colin- 
dante, que era la que inicialmente desechó el Ministerio 
de Justicia, pagando 13,4 millones por 1 1 1 hectáreas. 

Nosotros nos preguntamos si es el resultante de una 
gestión adecuada que, en febrero de 1992, se pidiera un 
crédito extraordinario por valor de 12.100 millones por- 
que los gastos que se habían presupuestado para ese ejer- 
cicio no se ajustaban en nada a la realidad, de manera 
que los 534 millones para medicamentos resultaban ser 
1.600, los 888 millones previstos para proyectos resulta- 
ban ser 1.952, y los 465 millones previstos para repara- 
ciones resultaban ser en realidad 1.460 millones. Nos 
preguntamos si es el resultante de una gestión adecuada 
que los médicos especialistas no estén girando visitas a 
los establecimientos porque no se les paga, de manera 
que se pueden producir casos como que a una interna se 
le esté diagnosticando durante cinco meses una cistitis y, 
al final la famosa cistitis de la interna resulte que es un 
embarazo. Nos preguntamos si es el resultado de una 
gestión adecuada que, a pesar del aumento del número de 
funcionarios, no se haya conseguido mejorar la ratio re- 
clusos-funcionarios en servicios de interior, que es un 
elemento clave tanto para la seguridad, como para el 
factor reeducacional; si es el resultante de una gestión 
adecuada la enorme carga que para el futuro supone la 
deuda con proveedores, estimada en casi 12.000 millones 
de pesetas, generada en estos años y que ha llevado hasta 
que la propia farmacia de las Fuerzas Armadas, es decir, 
un organismo oficial, en un momento determinado haya 
cortado sus suministros a la Administración penitencia- 
ria por falta de pago; si es el resultado de una gestión 
adecuada que la propia Administración llegara a autose- 
cuestrar su propio boletín simplemente porque un grupo 
de presos había hecho un informe que resultaba inconve- 
niente sobre la realidad interna de la droga en prision y 
que se pretendiera, además, ofender a la inteligencia de 
todos argumentando que ese autosecuestro se había pro- 
ducido no en función del estudio sobre la droga, sino de 
un pequeño artículo en el que se hacía referencia a suici- 
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dios en prisiones y la entonces Secretaría General temía 
que los contenidos de ese artículo sobre suicidios pudie- 
ran incitar al suicidio de los presos -eso se nos dijo lite- 
ralmente en esta Comisión-; si es el resultado de una 
gestión.. . 

El señor PRESIDENTE: Señor Gil Lázaro, con- 
cluya ya. 

El señor GIL LAZARO: Nos preguntamos si es el re- 
sultado de una gestión adecuada que talleres de algunos 
centros muy modernamente dotados, como el del centro 
de Monterroso, se hayan echado a perder simplemente 
por falta de uso, o que en otros centros esos talleres o 
instalaciones de carácter hospitalario hayan tenido que 
ser provisionalmente habilitados simplemente para al- 
bergar presos que ya no les caben por ninguna parte; y si 
es el resultado de una gestión adecuada que la resolución 
de problemas tan simples como dotar a un centro peni- 
tenciario de un carro isotermo para el traslado de las 
comidas desde las cocinas a los comedores haya tardado 
más de dos años en solucionarse desde el momento en 
que se formuló la petición inicial. 

Podríamos seguir, pero no vamos a hacerlo por la indi- 
cación del señor Presidente y porque al final, señora Sub- 
secretaria, plantear todas las cuestiones que han estado 
presentes en el día a día de las prisiones, como demostra- 
tivo de esa realidad interior y, sobre todo, del plantea- 
miento y enfoque de la gestión, sería una cuestión casi 
imposible de poner fin, porque es, por desgracia, dema- 
siado larga. 

Pero no podemos concluir sin hacer una referencia a 
algo que también ha estado presente en la realidad de la 
gestión de estos cinco años y que nosotros creemos que, 
por estar presente con un carácter muy determinante, 
también ha condicionado de manera grave la gestión de 
estos cinco años. Es todo lo relativo a la política de nom- 
bramientos. Nosotros no podemos entender cómo duran- 
te estos cinco años se han producido 800 nombramientos 
de mandos intermedios en las prisiones españolas, que 
han sido declarados disconformes a derecho por parte de 
los tribunales simplemente porque no se ajustaban al 
cumplimiento estricto de la legislación vigente. No pode- 
mos entender cómo se puede configurar un equipo en la 

.cúpula penitenciaria, al que hay que pedirle fundamen- 
talmente coherencia y capacidad de colaboración entre 
sí, cuando es público y notorio que las dos personas que 
han venido desarrollando las responsabilidades de las 
dos respectivas Direcciones Generales son dos personas 
que están pública y notoriamente enfrentadas. No pode- 
mos entender cómo se puede hacer Directora General de 
Instituciones Penitenciarias a una persona cuya gestión 
al frente de un centro penitenciario ofrece en estos mo- 
mentos, todavía sin clarificar, algunos aspectos Ilamati- 
vos, como el famoso asunto Mainterígás e Inglés, con 
adjudicaciones directas, contratas y subcontratas a per- 
sonas muy próximas activamente al señor Asunción; el 
asunto de Gevasa; el de los equipamientos del centro 

penitenciario de Valencia, que provocó un agujero de 
más de 600 millones, y que determinó el que el señor 
Mansilla pidiera al señor Asunción el cese como directo- 
ra de ese establecimiento penitenciario de la señora Ja- 
bardo. 

No podemos entender cómo no se han aclarado toda- 
vía los asuntos relativos a presiones sobre proveedores 
que se realizaron en ese centro; aún no sabemos cómo 
terminó la doble inspección que sufrió la señora Jabardo 
en el momento en que fue directora de la cárcel de muje- 
res. No sabemos cómo se puede nombrar directora gene- 
ral a una persona que en un momento determinado utili- 
zó medios materiales y humanos pertenecientes a la Ad- 
ministración penitencia para realizar reformas en su piso 
particular; o cómo se pudo amueblar el chalet del direc- 
tor del centro penitenciario de Picassent, por un valor de 
5.500.000 pesetas, factura de «El Corte Inglés», que, ade- 
más, se hizo abonar a la empresa constructora del centro 
penitenciario; o cómo todavía está sin clarificar el famo- 
so asunto de las máquinas expendedoras del centro de 
Picassent que, por lo demás, es el mismo asunto de las 
máquinas expendedoras del centro de Sevilla, y de algu- 
no más que ya tenemos también detectado. 

Concluyo diciendo que no podemos entender cómo en 
una sociedad tan absolutamente vertebral para el desa- 
rrollo del Plan de amortización de centros, que se estima 
que es plan básico en la ejecución de la política peniten- 
ciaria del Gobierno, se nombra para ello a una persona a 
la que yo respeto profundamente porque conozco perso- 
nalmente, me parece un caballero y le tengo una estima 
personal pero que de esto no sabe absolutamente nada, 
señora Subsecretaria, que hace que, por ejemplo, un co- 
nocido articulista tenga que escribir: Cada ángel caído 
encuentra una Asunción que le salve. El problema del de 
Manises es que, al final, va a tener trabajando en sus 
despachos y aledaños a toda su finca de vecinos. Creo 
que sólo le queda un par por colocar y así de enfadados se 
les ve. El resto está tan sólo a lo que les quiera mandar. 
Sólo falta cambiar el rótulo y que en vez de Instituciones 
Penitenciarias pase a llamarse «Club de agraviados de 
Lerma». 

En definitiva, señora Subsecretaria, todas estas cosas, 
que dichas así pueden resultar muy molestas, son las que 
por estar ancladas en la realidad de lo que ha pasado 
durante estos cinco años, le obligan a usted, como res- 
ponsable del Ministerio de Justicia, a tener que modifi- 
car la principal afirmación que ha hecho en cuanto a lo 
que va a ser la línea de futuro. Ha comenzado y ha termi- 
nado diciendo que el objetivo fundamental va a ser conti- 
nuar en la misma orientación de métodos, estilos y obje- 
tivos del equipo Asunción. Y nosotros le decimos que el 
objetivo esencial es precisamente modificar esos méto- 
dos, esos objetivos y ese estilo, porque solamente de esa 
forma se va a poder conseguir algo que usted decía y con 
lo que nosotros estamos absolutamente de acuerdo: que 
el privado de libertad no esté privado también del resto 
de sus derechos. Eso significa, en definitiva, hacer lo que 
no se ha hecho en estos cinco años, es decir, conseguir 
que ese fin reeducacional y resocializador que nuestra 



- 2646 - 
COMISIONES 1 DE DICIEMBRE DE 1993.-NúM. 84 

Constitución contempla pueda ser auténticamente una 
realidad. 

Huelga hacer comentarios ... 

El señor PRESIDENTE: Señor Gil Lázaro, pensaba 
que, de acuerdo con su intervención, estaba usted conclu- 
yendo, pero me está empezando a preocupar porque no 
termina de concluir. 

El señor GIL LAZARO: Termino. 
Huelga hacer cualquier otro comentario sobre muchos 

otros datos que pondremos a disposición del debate par- 
lamentario en otros momentos y en éste, si hubiera lugar, 
en turnos de réplica. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Gil 
Lázaro, pero bien sabe usted que la réplica, de acuerdo 
con el artículo 203 del Reglamento, en comparecencias 
no existe. 

Por el Grupo Parlamentario Catalán, la señora Ale- 
many tiene la palabra. 

La señora ALEMANY 1 ROCA: Señor Presidente, mi 
intervención va a ser muy concisa, sólo para manifestar 
la posición del Grupo Catalán (Convergencia i Unió) 
ante la exposición de la señora Subsecretaria del Ministe- 
rio de Justicia de las líneas generales de actuación y la 
información de todos los objetivos de la Secretaría para 
Asuntos Penitenciarios. 

En primer lugar, quisiera decir a la señora Subsecreta- 
ria que estamos totalmente de acuerdo con este pacto de 
Estado del que nos ha hablado, pero pensamos que se 
debería llevar más lejos; un pacto de Estado en que no 
solamente los grupos políticos sino la sociedad pudiera 
entender toda la tarea de los centros penitenciarios, los 
internos, las razones que les han llevado a este pacto, es 
decir, que haya una cierta sensibilidad social, porque 
estamos viendo que se está levantando un muro entre los 
internos y la sociedad, los ciudadanos. Implicar a la so- 
ciedad nos parece avanzar en una política penitenciaria 
más social, más abierta. (El señor Vicepresidente, Arque- 
ros Orozco, ocupa La presidencia.) 

Nos ha hablado la señora Subsecretaria de la mejora de 
vida de los presos y la intención de conseguir los objeti- 
vos que ha expresado. Creemos que éste es el momento 
de pensar no solamente en la calidad de vida, que desgra- 
ciadamente está muy lejos de ser lo que pensamos que 
tendría que ser, sino en las políticas de reinserción, de 
ayuda para que estas personas puedan aprender durante 
esta etapa y puedan reinsertarse en el mundo laboral. 
Creemos también el tratamiento individualizado, el con- 
trol voluntario que nos ha dicho en caso de enfermedad, 
de sida y otras enfermedades, debería ser más amplio, no 
solamente un tratamiento voluntario sino a todos los 
internos e internas que hay en este momento. 

Creo que los objetivos que la Secretaría de Estado va a 
llevar a cabo y que aquí se han marcado necesitan de 
unas políticas muy específicas y si bien es verdad, como 
muy bien nos ha dicho, que en Cataluña tenemos transfe- 

ridas las competencias en cuanto a cárceles, pensamos 
que cualquier tipo de convenio, cualquier política con- 
junta es necesaria para hacer este cambio que necesita en 
estos momentos la sociedad y el mundo penitenciario, 
porque en momentos en que hay mayor abundancia de 
medios éstos se dedican a otros temas y pensamos que en 
situaciones de crisis puede ser un buen momento para 
elaborar estas políticas que permitan que la sociedad está 
más cerca de los internos. 

Continuaremos en nuestra tarea como Grupo Parla- 
mentario incidiendo, consultando, preguntando, expre- 
sando también nuestras propuestas para este tipo de polí- 
ticas de tratamiento penitenciario en las cárceles espa- 
fiolas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Arqueros Orozco): Por 
el Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida-Ini- 
ciativa per Catalunya, doña Rosa Aguilar tiene la pala- 
bra. 

La señora AGUILAR RIVERO: Señor Presidente, ce- 
lebramos la intervención de la señora Subsecretaria del 
Ministerio de Justicia porque, a pesar de que ha intenta- 
do durante toda su intervención dar un talante de conti- 
nuidad a lo que se venía realizando en Instituciones Peni- 
tenciarias, hemos observado una ruptura evidente en la 
actitud y en el talante expresado y, por tanto, celebramos 
esa nueva posibilidad que se abre en el marco de Institu- 
ciones Penitenciarias. Así y todo, consideramos que la 
señora Subsecretaria ha descrito una situación de los cen- 
tros penitenciarios que no es real, que es más idílica que 
real, y que ha habido una ausencia de tono autocrítico en 
su intervención como si prácticamente todo estuviese 
hecho, todo estuviese diseñado en el marco de las institu- 
ciones penitenciarias, cuando la realidad es que hay mu- 
cho por hacer y es una asignatura hoy todavía pendiente 
para, precisamente, profundizar en ese mandato consti- 
tucional de la reeducación y la reinserción social. 

Ya hemos manifestado, y a pesar de la coyuntura polí- 
tica actual hoy aquí lo reiteramos, que estamos dispues- 
tos a dialogar desde la izquierda en el Parlamento para 
cambiar y mejorar toda una serie de elementos que son 
consustanciales al ámbito de Instituciones Penitencia- 
rias. Estamos dispuestos a colaborar para mejorar desde 
nuestio Grupo las instituciones penitenciarias sobre un 
análisis de la realidad. No podemos hacer un análisis de 
lo que no es, sino que en función de la realidad de las 
instituciones penitenciarias podríamos dialogar y po- 
dríamos, sin duda, encontrar respuesta a algunos proble- 
mas específicos que hoy se siguen manteniendo y que no 
se han solucionado en el ámbito de las instituciones peni- 
tenciarias. Nosotros creemos que precisamente esta pen- 
diente la profundización del mandato constitucional de 
la reeducación y la reinserción. No son objetivos cumpli- 
dos en función de la política que se ha venido aplicando 
por el partido del Gobierno, por el Partido Socialista 
Obrero Español. 

Celebramos una novedad total en su intervención y es 
que hasta ahora se habían sacado fuera del pacto de Esta- 
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do por la justicia todos los temas relacionados con las 
instituciones penitenciarias. Es más, en la mesa del 'lla- 
mado impulso democrático, Últimamente fallida, se 
planteó precisamente que el tema de instituciones peni- 
tenciarias quedaba fuera del pacto de Estado por la justi- 
cia. En Izquierda Unida estamos dispuestos a dialogar 
sobre ese pacto de Estado por la justicia, a diferencia del 
Partido Popular que ha dicho claramente que no va a 
entrar en este tema. Una de las propuestas que hicimos 
desde el Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Uni- 
da-Iniciativa per Catalunya fue que el tema de institucio- 
nes penitenciarias se residenciara también en el pacto de 
Estado por la justicia y se pudiera hablar de él conjunta- 
mente con otros temas que no le eran ajenos en el ámbito 
de la Administración de justicia. Por eso nosotros cele- 
bramos esta novedad en su intervención y, lógicamente, 
nos alegramos al conocer que una propuesta que había 
realizado nuestro Grupo se ha tenido en cuenta y dentro 
de ese marco de pacto de Estado por la justicia vamos a 
poder hablar de algo que hasta ahora parecía privativo de 
otro ámbito, cual es el tema de instituciones peniten- 
ciarias. 

Respecto al trabajo que está realizando hasta ahora 
Instituciones Penitenciarias en relación a la mejora de las 
condiciones de vida, nosotros hemos dicho algo con cla- 
ridad en el ámbito parlamentario a la luz de una interpe- 
lación del Grupo Popular, y es que desde nuestro punto 
de vista el plan de amortización ha fracasado. No hay 
puesto en marcha un plan de amortización real como el 
que ustedes habían planificado, y creemos que hay que 
repensarlo, hay que reconsiderarlo, entre otras cosas por- 
que ese plan que en su día elaboraron ya no pueden 
gestionarlo; no hay presupuesto para acometerlo y eso 
hay que reconocerlo. Independientemente de la situación 
de crisis, de las dificultades presupuestarias, lo cierto es 
que no se ha acompasado este plan con las consignacio- 
nes presupuestarias debidas y, por tanto, no se puede 
gestionar. Desde esa realidad podemos empezar a dialo- 
gar a ver cómo se puede reconsiderar, globalmente, un 
plan de amortización que ya no tiene ningún futuro por- 
que no es posible gestionar ni aplicar. Es más, ustedes 
pretenden aplicar el plan de amortización a espaldas de 
las comunidades autónomas, cuando el Ministro de Jus- 
ticia ha reiterado hasta la saciedad en su comparecencia 
que uno de los objetivos del Ministerio era el traspaso de 
competencias a las comunidades autónomas. Pues bien, 
ustedes no pueden diseñar un plan centralizado para que 
luego asuman las consecuencias de ese diseño, en el que 
no ha habido participación de las comunidades autóno- 
mas, las propias administraciones autónomas; otro de los 
elementos esenciales por los cuales el plan de amortiza- 
ción hay que reconsiderarlo desde la participación tam- 
bién del conjunto de comunidades autónomas, suscepti- 
bles de tener transferidas las competencias en materia de 
justicia. También hay que acompasar el plan con el Códi- 
go Penal que resulte del debate que vamos a tener en la 
Cámara. Por tanto, son elementos sustanciales, tremen- 
damente importantes que inciden en un plan que yo creo 
que sería un paso positivo, un gesto político necesario 

que ustedes al menos se dispusieran a repensarlo, a dialo- 
gar y ver cómo se ajusta realmente a las necesidades de 
Instituciones Penitenciarias y que, por otra parte, da res- 
puesta a esos otros elementos a los que me he referido a 
lo largo de la intervención. 

Ha hecho una referencia que a mí me parece tremenda- 
mente peligrosa, y es la llamada a la responsabilidad de 
los gobiernos municipales. En primer lugar, a mí me 
parece que éste no es el foro en el que se tenga que hacer 
esa llamada. En todo caso, corresponde al Ministerio de 
Justicia con las corporaciones locales analizar cuales son 
las circunstancias que han concurrido. En cualquier caso, 
si quería hacer una reseña de pasada hay que hacerlo 
responsablemente y la responsabilidad obliga a hablar de 
la verdad y la verdad es que desde Instituciones Peniten- 
ciarias se ha sido incapaz, en la mayoría de las ocasiones, 
de dialogar con las corporaciones locales, y de los proble- 
mas que han existido, no sólo con las corporaciones loca- 
les sino con los ciudadanos, en gran parte han tenido 
ustedes la responsabilidad. Y le hablo por experiencia. 
Y o  soy Diputada por una circunscripción en la que ha 
habido movilizaciones importantes en contra de la ubi- 
cación de un centro penitenciario, pero donde el repre- 
sentante del Gobierno en la provincia fue incapaz de 
auspiciar el diálogo necesario con las fuerzas políticas 
que allí están, en el ámbito provincial y municipal, para 
evitar esta problemática ciudadana y para que hubiera 
un compromiso corresponsable a la hora de buscar una 
ubicación idónea para el centro penitenciario. Por tanto, 
no se puede hacer una referencia a las corporaciones 
locales de ese tipo en este marco de la Comisión, cuando 
también ha habido en gran parte una responsabilidad 
que se debería asumir desde Instituciones Penitenciarias 
y que, lógicamente, ha ocasionado problemas no sólo con 
las corporaciones locales, sino con una buena parte de los 
ciudadanos, por los lugares donde se pretendía ubicar los 
centros penitenciarios. 

Esto es una llamada de atención que cuanto menos se 
debería tener en cuenta y no pensar que, al final, son los 
ayuntamientos los culpables de la situación que se tiene y 
de los vaivenes que sufre el propio plan de amortización. 
En este sentido, el plan de amortización -hay que decirlo 
también con claridad- está diseñando no sólo unos ma- 
crocentros que, desde nuestro punto de vista, contradi- 
cen muy mucho el mandato constitucional, sino también 
unos funcionarios militarizados, incluso un cuerpo espe- 
cial de seguridad. Nos gustaría que la señora Subsecreta- 
ria nos aclarara esta circunstancia porque a lo mejor aho- 
ra, desde que el Secretario de Estado de Instituciones 
Penitenciarias es Ministro del Interior, este tema cae en 
saco roto y dejamos de tener la propuesta de los cuerpos 
especiales de seguridad para las prisiones, lo que nos 
alegraría mucho porque creemos que son las Fuerzas de 
Seguridad del Estado las que tienen que realizar estas 
funciones, como actualmente vienen realizando. 

Concluyo planteando dos o tres cuestiones que nos 
parecen también muy importantes. Nosotros creemos 
que no ha habido la suficiente mejora y profundización 
en el modelo sanitario; que es una asignatura pendiente 
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que se ha iniciado pero que no está, ni mucho menos, 
todo lo desarrollada que la señora Subsecretaria plantea- 
ba en su intervención; que nos parece una buena línea de 
actuación pero que, sin duda, queda muchísimo por ha- 
cer. Por eso yo insisto en que hay que hablar de la reali- 
dad, porque es la mejor manera de ponerse de acuerdo 
para buscar soluciones y colaborar a mejorar la situación 
globalmente hablando. 

Hay unas cuestiones que a nosotros nos preocupan 
sobremanera y en relación a las cuales la señora Subsecre- 
taria ha faltado a la verdad en su intervención: el diálogo 
y la formación permanente de los funcionarios. No es 
cierto, no hay diálogo con los funcionarios, y ahí están las 
manifestaciones reiteradas, a nivel público, de los sindi- 
catos. No ha habido talante de diálogo en el ámbito de 
Institbciones Penitenciarias. Si es un objetivo que ahora 
se plantea -yo le decía al principio que hemos notado una 
diferencia cualitativa en el talante con el que ha plantea- 
do los asuntos y de eso nos hemos felicitado- iniciar un 
diálogo permanente con los funcionarios, nosotros va- 
mos a apoyarlo, pero quede claro que hasta ahora, lamen- 
tablemente, no ha habido ese diálogo. Los funcionarios 
han estado en contra del plan de amortización. Lo único 
que han negociado ha sido el traslado de unos funciona- 
rios a otros centros cuando se preveía el cierre de uno. 
Los funcionarios no han tenido la oportunidad de dialo- 
gar para el diseño de ese macrocentro que se ha hecho en 
el plan de amortización y no han tenido la oportunidad 
de ver hacia dónde se podía programar su desarrollo 
profesional y su cualificación profesional. Los funciona- 
rios, en definitiva, no han tenido ningún vehículo ade- 
cuado para dialogar en el marco de Instituciones Peniten- 
ciarias y poder negociar y llegar a acuerdos concretos que 
permitieran una mejora sustancial y cualitativa de la si- 
tuación de los funcionarios, que es una parte muy impor- 
tante para conseguir el objetivo del mandato constitucio- 
nal de la reinserción y la reeducación. Sin colaboración, 
sin diálogo y sin acuerdo con los funcionarios, este objeti- 
vo habrá fracasado, y eso también se conoce. Por tanto, 
decimos que hay que auspiciar ese diálogo, que es absolu- 
tamente imprescindible, y si llevarlo a efecto o realizarlo 
está dentro de las prioridades del Ministerio de Justicia 
desde luego lo celebramos; si no, vamos a seguir deman- 
dándolo a través de la iniciativa parlamentaria corres- 
pondiente. 

En ese sentido, concluyo planteando que nos gustaría 
que hiciera un pronunciamiento expreso sobre la pro- 
puesta del Cuerpo especial de seguridad para las institu- 
ciones penitenciarias. También debiera saber que uno de 
los temas que hemos debatido en torno a la interpelación 
que presentó el Grupo Popular, que fue objeto, como no 
podía ser de otra manera, de una moción posterior, es 
precisamente el de los equipos de tratamiento. Cuando se 
le da una importancia tal como la que le ha dado la 
señora Subsecretaria en su intervención, lógicamente hay 
que plantear en el ámbito de la Comisión las medidas 
previstas para posibilitar cubrir las vacantes que se vie- 
nen produciendo en los distintos equipos de tratamiento. 
(El señor Presidente ocupa la presidencia.) No basta con 

decir lo importantes que son los equipos de tratamiento 
si no se ponen los medios para que cumplan las funciones 
para las que fueron creados en el ámbito penitenciario. 

Por último, nos preocupa la ausencia casi total de coor- 
dinación entre distintos ministerios que sería absoluta- 
mente imprescindible para, con los distintos objetivos 
que se han de marcar en el ámbito de instituciones peni- 
tenciarias, contar con la colaboración directa de diferen- 
tes ministerios que tienen incidencia en el ámbito de 
instituciones penitenciarias. Nos gustaría conocer tam- 
bién si el Ministerio de Justicha va a trabajar en coordi- 
nación con distintos ministerios en cuanto a medidas 
concretas de ámbito penitenciario y cómo se ha plantea- 
do esa coordinación entre ministerios como el de Sani- 
dad, el de Trabajo, el de Asuntos Sociales, etcétera. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Socialista tiene la palabra el señor Rodríguez Zapatero. 

El señor RODRIGUEZ ZAPATERO: También quiero 
saludar y agradecer la amplia y extensa información que 
nos ha facilitado la Subsecretaria del Ministerio de Jus- 
ticia. 

El Grupo Socialista va a hacer una breve intervención 
en torno a esta comparecencia, solicitada por el Grupo 
Popular, más que nada porque la evolución del inicio de 
la legislatura en la materia penitenciaria prevé que no 
convendrá en este trámite, como ha pasado recientemen- 
te, gastar toda la pólvora, dado que seguramente nos 
vamos a ver sometidos a una reiteración, que por cierto 
en la legislatura pasada se producía, en lo que afecta al 
portavoz del Grupo Popular, con algo más de gracejo y 
seguramente sin esa especie de exposición atropellada de 
la que ha hecho gala el señor Gil Lázaro; intervención 
que, por otro lado, uno tiene la impresión de que puede 
tener, como última causa, una cierta frustración derivada 
del desarrollo del debate que hace muy poco tuvimos en 
el Pleno de la Cámara sobre la interpelación del Grupo 
Popular y la consecuente moción. Lo digo porque quien 
escuchara en aquel momento, leyera posteriormente el 
«Diario de Sesiones» y haya escuchado hoy la interven- 
ción del señor Gil Lázaro habrá comprobado que ha sido 
una reiteración, incluso hoy ha sido ampliada con algu- 
nas cuestiones que ha colado en última instancia y que, 
desde luego, desde el Grupo Socialista no podemos, en 
absoluto, dejar de comentar. 

Es verdad que el Reglamento parlamentario permite 
reiterar los trámites de una forma descarada, como ésta, 
pero es verdad también que seguramente no supondrá, si 
ésa es la tónica que se mantiene por parte del Grupo 
Popular, ningún avance en la comprensión y en el acerca- 
miento hacia ese llamamiento que ha hecho la señora 
Subsecretaria en relación con una política lo más amplia- 
mente acordada posible, puesto que parece que algunos, 
a tenor de lo que hemos oído aquí, son incapaces de 
franquear el muro de la oposición permanente y de entrar 
a abordar algún problema con un mayor grado de objeti- 
vidad o, lo que es lo mismo, un mayor grado de com- 
prensión. 
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De otro lado, hemos asistido también, en el tono y en el 
fondo de la intervención del portavoz del Grupo Popu- 
lar, a un postjuicio de la etapa del equipo del señor Asun- 
ción, hoy nombrado Ministro del Interior, al que desde 
aquí quiero mandarle la felicitación del Grupo Socialista. 
Ese juicio, que hoy está fuera de lugar, ha sido sometido 
a una permanente actividad de control parlamentario en 
la legislatura pasada, como decía, incluso en el inicio de 
ésta, con reiteración de algunos temas que seguramente 
por desconocimiento del portavoz del Grupo Popular 
fueron zanjados de manera clara en la anterior legislatu- 
ra. Citaré algún ejemplo por no extenderme demasiado: 
todo lo referente a la problemática de organismos autó- 
nomos de la que aquí se ha hecho una presentación cier- 
tamente maniquea. He de recordar que los problemas a 
los que ha aludido el señor portavoz del Grupo Popular 
fueron precisamente sacados a la luz, inspeccionados y 
puestos en manos del fiscal por el propio Secretario de 
Estado para Instituciones Penitenciarias, señor Asun- 
ción. 

Decía que se había producido una atropellada inter- 
vención y que ciertamente es difícil analizar algunas de 
las cosas que se han dicho, pero por poner de manifiesto 
lo más relevante diré -y esto tiene algo que ver con la 
intervención de la portavoz del Grupo de Izquierda Uni- 
da- que me parece que hay un desconocimiento profun- 
do de lo que ha sido la política, en relación con los funcio- 
narios, de la Secretaría de Estado y de la situación actual 
incluso en lo que afecta al plan de amortización y de 
nueva construcción de centros penitenciarios. Creo que 
deberían haber recabado la valoración, después del nom- 
bramiento del señor Asunción como Ministro, que han 
hecho los propios sindicatos de su gestión y deberían, 
porque es público y conocido, reconocer que las centrales 
sindicales han firmado un acuerdo de desarrollo en lo 
que afecta básicamente a todo el problema funcionaria1 y 
laboral con la Secretaría de Estado, con el Ministerio de 
Justicia, en relación con el plan de amortización y crea- 
ción de centros. Es poco comprensible que se pueda fir- 
mar un acuerdo cuyo preámbulo se inicia diciendo que el 
plan de amortización y creación de centros penitencia- 
rios, aprobado por el Gobierno en Consejo de Ministros 
de 5 de julio del año 1991, establece la construcción de 
nuevos centros penitenciarios y la amortización de cen- 
tros antiguos hasta conseguir equilibrar el censo de pla- 
zas en el entorno. El Ministerio de Justicia y las centrales 
sindicales inás representativas coinciden en que este plan 
de amortización y creación de centros penitenciarios exi- 
ge reestructuraciones que afectan parcialmente a las con- 
diciones del empleo personal. Difícilmente se podía ha- 
ber llegado a un  acuerdo, que obviamente no voy a desci- 
frar aquí en todos sus puntos, si hubiera esa oposición 
que aquí se ha manifestado. La Única petición de dimi- 
sión que recuerdo de la etapa del señor Asunción, que las 
centrales sindicales expresaron públicamente en una po- 
lémica que fue intensa y dura, fue precisamente la dimi- 
sión del portavoz del Grupo Popular, don Rogelio BaÓn, 
por aquellas desafortunadísimas manifestaciones en las 
que de forma implícita venía a decir que la entrada de 

droga en la cárcel se producía con cierta permisividad de 
los funcionarios. Lo recordarán algunos miembros de 
esta Comisión, que lo eran también en la anterior legisla- 
tura, y fue la petición de dimisión más sonada que se 
produjo en el ámbito penitenciario. Igual de sorprenden- 
te es que se quiera dejar de lado, se quiera no imputar en 
el debe y el haber de la gestión del equipo anterior, la 
política de dispersión de los presos etarras que ha tenido 
una valoración unánimemente positiva y que se atribuye 
un papel decisivo al equipo que hasta ahora ha venido 
desarrollando la política, siempre difícil, de Instituciones 
Penitenciarias. 

Desde esa perspectiva, al Grupo Socialista le intere- 
sa fundamentalmente (independientemente de hacer las 
acotaciones que nos parecían importantes, en prevención 
de que se van a volver a repetir seguramente, como esta- 
mos observando, en el análisis de lo que es la gestión en 
el ámbito penitenciario) y le parece sobremanera impor- 
tante, en estos momentos, transmitir a la Subsecretaría y 
al equipo del Ministerio de Justicia que va a apoyar de 
manera clara -como lo ha venido haciendo hasta ahora- 
lo que es todo el plan de amortización y de nueva cons- 
trucción de centros. Creemos que hemos colaborado allí 
donde tenemos representación política a que eso se pro- 
duzca, que hay que agilizarlo en el tiempo, que es necesa- 
rio para enfrentarse al problema básico del número tan 
importantes de presos que tenemos en relación con las 
plazas que aún existen, pero estamos convencidos de que 
ese modelo -que obviamente el tiempo juzgará- es el 
que, desde todos los puntos de vista, mejor puede llevar 
a cabo esa función básica de reeducación y resocializa- 
ción, al margen, obviamente, de optimizar -como se ha- 
bló aquí hace rato- los recursos económicos. Por cierto, 
si existen dificultades presupuestarias para llevar a cabo 
este plan, que no son graves, puesto que el pían tiene una 
parte de amortización, de obtención de recursos de los 
centros obsoletos que en este momento todavía existen, 
imagínese, señora portavoz del Grupo de Izquierda Uni- 
da, qué pasaría con un plan que reprodujera esa filosofía 
de centros para 350 reclusos. Seguramente el presupuesto 
se dispararía al doble o a mucho más, lo mismo que en el 
mantenimiento. Por tanto, tiene que haber una coheren- 
cia en los planteamientos y creo que el centro tipo con 15 
módulos, que se ha planteado, responde a esa coherencia. 

Por otro lado, se han abordado muchos temas y, aun- 
que no voy a insistir en algunas de las cosas que de forma 
mucho más autorizada ha expuesto la señora Subsecreta- 
ria, sí rogaría al señor portavoz del Grupo Popular y a íos 
otros portavoces que tuvieran la amabilidad de hacer un 
estudio en profundidad sobre la documentación que se 
ha remitido desde el Ministerio de Justicia, en todo lo 
que afecta a la situación y a la evolución en el marco de la 
política penitenciaria, sobre el tratamiento de toxicóma- 
nos en los cetitros, sobre la situación sanitaria, sobre la 
ocupación integral, sobre los equipos de observación y 
tratamiento, sobre la formación, selección y promoción 
de funcionarios, así como sobre las políticas se reinser- 
ción social que, tanto desde la política general del Go- 
hierno de la nación como en colaboración con otras mu- , 
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chas instancias, se viene desarrollando. Solamente un 
análisis miope, que se haga desde un muro más amplio o 
más fortificado que el de una prisión, puede llevar a la 
conclusión de que la evolución, en los Últimos años, en 
todos los aspectos es positiva. Esto no es una manifesta- 
ción de autocomplacencia, en absoluto; es simplemente 
un reconocimiento de la realidad. Estamos aún muy lejos 
de lo que es la aspiración del Grupo Socialista, de lo que 
es la aspiración -seguro- de todos los grupos, de lo que es 
la aspiración -seguro- del Gobierno, de que nuestros 
centros penitenciarios, de que la realidad penitenciaria 
responda fielmente al mandato del artículo 25 de la 
Constitución. Pero nadie puede negar que la asistencia 
sanitaria ha mejorado notablemente, tanto en su vertien- 
te de atención primaria como en la de atención especiali- 
zada para los reclusos, en este país, en los últimos años. 
Nadie puede negar que hay una política activa de aten- 
ción a la problemática, que es quizá la clave en los cen- 
tros penitenciarios, de afección a todo tipo de drogode- 
pendencias y su consecuencia derivada, el problema del 
sida. Con el programa, que se conoce del año 1989, nadie 
puede dudar que se ha producido un avance importante 
en la política de formación ocupacional como elemento 
de reinserción social a medio plazo y nadie puede negar, 
en consecuencia, que la línea que se ha seguido hasta 
ahora es de mejora, seguramente, con las correcciones 
que haya que plantear. 

Por eso, desde la posición del Grupo Socialista nos 
parece razonable que hoy se nos hable aquí de una políti- 
ca de continuidad básica, con ese elemento de introduc- 
ción del pacto de Estado o de un reiterado llamamiento a 
la colaboración que, a tenor de algunas de las interven- 
ciones, ponemos en cuestión y pensamos que va a ser 
muy difícil. Va a ser muy difícil porque quien asistió al 
debate de la proposición sobre la cárcel de Murcia puede 
comprobar que no se puede hacer política de Estado 
cuando la preocupación fundamental, a la hora de abor- 
dar la problemática de la construcción de un centro, es si 
se queda en el municipio o en la comarca, respondiendo 
a intereses estrictamente localistas, de oportunidad polí- 
tica, de coyuntura y que impiden elevar una política de 
Estado, salvo en el discurso atropellado y ciertamente 
demagógico que vemos otras veces y que hoy constesta- 
mos solamente en esta medida. 

El señor GIL LAZARO: Señor Presidente, pido la pala- 
bra. 

El señor PRESIDENTE: Señor Gil Lázaro, ¿para qué 
desea intervenir? 

El señor GIL LAZARO: Señor Presidente, con inde- 
pendencia, que no lo sé, de si la señora Subsecretaria va 
a consumir o no un segundo turno de intervención; con 
independencia de eso, repito, le he pedido la palabra por 
evidentes alusiones. 

En consecuencia, ya que la intervención del portavoz 
del Grupo Socialista ha sido monotemática y claramente 

dirigida al Grupo Popular, le solicito me conceda la pala- 
bra. 

El señor PRESIDENTE: Señor Gil Lázaro, quizá el 
hecho de no haber estado en esta Comisión en otras 
ocasiones le hace desconocer lo que es práctica habitual 
desde hace cuatro o cinco años. No se suele dar turno de 
réplica a no ser que la alusión sea estricamente directa y 
de carácter personal. Porque su señoría no podrá esperar 
otra cosa de los grupos que estén en desacuerdo política- 
mente con usted que en sus argumentaciones manifiesten 
ese desacuerdo. 

Por tanto, al fijar la posición el Grupo Socialista, como 
sin duda han hecho los otros grupos, manifiesta una posi- 
ción contraria a la de su señoría, y en ocasiones lo dicen 
de manera expresa, para que se sepa por parte de los 
demás intervinientes que se están dirigiendo a un grupo 
frente al cual tienen una argumentación dispar. 

Por consiguiente, señor Gil Lázaro, en absoluto cabe 
que le conceda la palabra. 

El señor GIL LAZARO: Señor Presidente, en ese caso 
tendría que solicitar la palabra en virtud de la disposi- 
ción reglamentaria establecida en el ordenamiento de la 
Cámara, a tenor ae la cual, si un Diputado ha sido direc- 
tamente aludido y está ausente, como es el caso del señor 
Baón, esa alusión puede contestarla otro Diputado en su 
nombre, y tengo que recordar al señor Presidente que, 
efectivamente, en los Últimos cuatro años n o  he sido 
miembro de esta Cámara, pero llevo diez años seguidos 
de actividad parlamentaria en el Congreso y en el Senado 
y, por lo menos sé cómo van las cosas. 

El señor PRESIDENTE: Señor Gil Lázaro, la alusión 
que le he hecho de manera particular no era sino un 
recordatorio de lo que había sido un uso de esta Presi- 
dencia. 

Tiene tres minutos por la alusión del señor Baón exclu- 
sivamente. 

El señor GIL LAZARO: Señor Presidente, aunque co- 
mo es natural me someto al criterio de la Presidencia, he 
de manifestar que sí ha habido alusiones directas a mi 
persona calificando mi intervención de atropellada, de 
demagógica, etcétera. A pesar de ello, voy a ceñirme ex- 
clusivamente a lo que afecta al señor Baón. 

Sefior Rodríguez Zapatero, creo que no es un buen 
procedimiento hacer alusiones a personas cuando estas 
personas están ausentes, pensando, quizá, que esa alu- 
sión va a quedar puramente volatilizada en el silencio. 

El señor Baón realizó una intervención de conjunto, a 
lo largo de la pasada legislatura, muy brillante en esta 
Cámara, y lo hizo con su gracejo natural, tal y como su 
señoría ha reflejado, y lo hizo también con un profundo 
sentido de lo que es el trabajo, la documentación y el 
apego a la realidad. Yo, cuando hablo ante esta Cámara, 
hablo siguiendo precisamente el estilo marcado por el 
señor Baón, es decir, que cuando se dice una cosa hay que 
tenerla previamente contrastada en la realidad; que 
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cuando se hace una afirmación hay que tener valorada 
precisamente esa afirmación. 

Usted sí ha reiterado trámites en cuanto a la alusión 
que ha planteado sobre determinadas manifestaciones 
del señor Baón. Yo creo que esas manifestaciones queda- 
ron suficientemente claras ante esta Comisión, ante el 
Pleno de la Cámara y ante los funcionarios. Y al final 
resultó ser que algún grupo parlamentario, que carecía de 
argumentos para poder dar respuestas a la situación de 
conjunto, tuvo que intentar darle una vuelta, un giro a 
esas manifestaciones para autoexculparse sobre una si- 
tuación de conjunto que era la de la realidad peniten- 
ciaria. 

Mire usted, yo empiezo a estar acostumbrado en estos 
tres meses a que el Grupo Parlamentario Socialista no 
debata ideas cuando hay posibilidad de réplica -y recuer- 
do el silencio de su grupo en el trámite de la interpela- 
ción; en aquella ocasión yo sí tenía posibilidad de répli- 
ca- y que debata argumentos descalificatorios cuando 
teóricamente la oposición no tiene posibilidad reglamen- 
taria de réplica. Eso es querer hacer un diálogo de sordos, 
señor Rodríguez Zapatero, y los diálogos de sordos, al 
final, solamente demuestran que alguien tiene una verda- 
dera impotencia intelectual para poder plantear argu- 
mentos y razones para un diálogo fértil. Nosotros, en 
nuestra moción, planteamos argumentos y razones para 
ese diálogo fértil. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Ro- 
dríguez Zapatero. 

El señor RODRIGUEZ ZAPATERO: Muy brevemen- 
te, para contestar a la réplica que ha hecho el señor Gil 
Lázaro. 

En primer lugar, quiero decirle que habrá notado que 
al señor Baón le he advertido, cuando estaba saliendo de 
la Comisión, que le iba a hacer esa alusión, porque me 
parecía lógico. Por consiguiente, creo que hay un acto de 
cortesía previa. Además, el contexto global de la inter- 
vención venía a ser una alusión añorada a que su actitud 
en el tema peninteciario era mucho más constructiva que 
la que hasta ahora le he venido observando a usted. Eso 
no quiere decir que se tenga que negar la evidencia, ya 
que, en un momento dado de la legislatura pasada, el 
señor Baón recibió peticiones de dimisión de los sindica- 
tos por unas manifestaciones desafortunadas o mal inter- 
pretadas, como usted quiera, pero eso es historia eviden- 
te, constratable y real. Por consiguiente, cuando se habla 
de los funcionarios, habría que haber hecho esa preci- 
sión, porque nunca vi, desde otro ángulo, que se hicieran 
otra clase de peticiones. 

En segundo lugar, seguramente la referencia a la impo- 
tencia intelectual ha sido una réplica a esa posición que 
yo le manifestaba de frustración sobre el desarrollo de la 
interpelación que se había producido hace muy poco 
tiempo en esta Cámara. Es verdad que va a ser muy 
difícil debatir ideas de propuestas y'soluciones si cada 
quince días usted presenta una iniciativa en la que dice lo 
mismo y habla de cincuenta cosas. Eso sí que es imposi- 

ble intelectualmente en este Parlamento, en esta Comi- 
sión y en cualquier foro donde el sentido común de la 
dialéctica abogue por profundizar en cada una de las 
cosas. Estamos encantados de debatir ideas, pero le pedi- 
ría que lo hiciera con un cierto orden y no atropellada- 
mente, a no ser que su profusión intelectual le empuje 
innecesariamente a hablar siempre de todo. Eso es impo- 
sible para un debate serio y ordenado. 

El señor PRESIDENTE: Quería advertir a los señores 
portavoces que no lo recuerden que muchas de sus inter- 
venciones han estado realmente fuera de la cuestión. 
También ha sido un uso parlamentario de esta Presiden- 
cia, durante la otra legislatura y en ésta, limitar las llama- 
das a la cuestión, con el fin de no limitar, a su vez, las 
distintas intervenciones de los grupos. Pero está claro 
que algunas de esas intervenciones se han movido más 
por la crítica o el comentario a la gestión del anterior 
Secretario de Estado, que por lo que es objeto de la com- 
parecencia. Creo que SS. SS. estarán de acuerdo. 

La comparecencia es al objeto de informar sobre las 
líneas generales de actuación y objetivos principales de 
dicha Secretaría. Digo esto porque quiero recordar a la 
señora Subsecretaria, compareciente hoy, que, como es 
lógico, su obligación y su derecho se limita exclusivamen- 
te a contestar y a seguir informando sobre lo que es obje- 
to de la comparecencia, y no tiene obligación alguna, 
como parece evidente, de defender la gestión de personas 
que no están en esta Comisión como comparecientes en 
este momento. 

En ese sentido que acabo de exponer, doy la palabra a 
la señora Subsecretaria. 

La señora SUBSECRETARIA DEL MINISTERIO 
DE JUSTICIA (Robles Fernández): De entrada quería 
hacer idéntica reflexión a la que ha hecho el Presidente al 
señor Gil Lázaro. Evidentemente, el objeto de esta com- 
parecencia no era juzgar la gestión del señor Asunción en 
los últimos cinco años. Pero ya que él lo ha planteado así, 
tengo que decirle que la gestión del señor Asunción, pri- 
mero en el marco de la Secretaría General y después en la 
Secretaría de Estado, atendía a un programa de gobierno, 
evidentemente del Gobierno socialista, y no tengo que 
recordarle al señor Diputado que el pueblo español dio 
nuevamente su confianza a ese programa del Partido 
Socialista, del que un punto muy importante era el pro- 
grama de prisiones. Por tanto, creo que es una cosa que 
hay que remarcar y hay que tener en cuenta. 

En cuanto al inicio de esta legislatura, también he de 
señalar que el señor Asunción actuó dentro del marco de 
un programa y de un diseño del Ministerio de Justicia. 
Hay que decir que la Secretaría de Estado de Asuntos 
Penitenciarios no ha ido nunca por libre, sino que, en 
concreto, se ha enmarcado dentro de ese modelo al que 
yo me venía refiriendo. 

Por eso decía que la política va a ser una política de 
continuidad, porque evidentemente la actuación del se- 
ñor Asunción desde que se ha iniciado esta legislatura ha 
atendido al programa del Ministerio de Justicia, y ese 
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programa es estrictamente de recogimiento del modelo 
constitucional y de incidir en la línea de lo que establece 
el articulo 25 de la Constitución. En esta línea quiero 
decir que la actuación del hoy Ministro del Interior ha 
sido absolutamente positiva y que todos los que estamos 
en el Ministerio de Justicia en este momento somos soli- 
darios con ella, lo cual no quiere decir que no haya cosas 
que mejorar, y en las que evidentemente vamos a traba- 
jar, pero el gran diseño es el modelo constitucional de la 
Administración penitenciaria que yo he expuesto aquí. 

También quiero decir al señor Gil Lázaro que no me 
parece que hagamos ningún favor a las instituciones rea- 
lizando manifestaciones más o menos explícitas de deter- 
minadas irregularidades en gestiones concretas. Pienso 
que para eso están los juzgados y tribunales y, por tanto, 
habrá que ir al marco de la jurisdicción a poner en cono- 
cimiento de los jueces aquellas conductas que se puedan 
considerar delictivas. Y si no hay un pronunciamiento de 
juzgados y tribunales, tampoco es buena la descalifica- 
ción respecto a personas, que, como usted dijo con ante- 
rioridad, no están presentes en esta Cámara. 

Por lo demás, y hecha esa primera consideración que 
me parecía absolutamente necesaria, vuelvo a reincidir 
en lo que he dicho, y lo que he dicho es que la continui- 
dad va a ser absoluta porque es el modelo en el que 
creemos. Es un modelo de reeducación y de reinserción 
social, es un modelo con un papel fundamental de la 
autoridad judicial y de los jueces de vigilancia peniten- 
ciaria. 

Usted me podría decir en su intervención que no com- 
parte ese modelo que yo he puesto aquí de relieve, ese 
modelo que, en definitiva, no hace sino ceñirse e intentar 
mejorar las previsiones de la Ley Orgánica Penitenciaria. 
Evidentemente está en su derecho. Pero yo creo que la 
exposición que hemos realizado es fruto de un conoci- 
miento de varios años por parte de todos los que hoy 
estamos en el Ministerio de Justicia de la realidad de las 
prisiones, que en muchas ocasiones nos da una experien- 
cia profesional profunda. 

No le puedo decir a S. S. que no ha existido un control 
judicial de los actos de la Administración, pero si quiero 
manifestarle que en este momento sólo el 8,3 por ciento 
de los presos de este país están clasificados en tercer 
grado, y S. S. sabe tan bien como yo que precisamente 
cuando los internos están en un régimen de segundo gra- 
do existe un control de todas las resoluciones de la Admi- 
nistración penitenciaria. 

En esa línea es en la que vamos a seguir trabajando, y 
precisamente para evitar el problema que usted podía 
plantear sobre aquellos reclusos clasificados en tercer 
grado donde quizá se podría decir que es posible obviar 
el control judicial, he hecho una especial mención a la 
reforma del artículo 25 1 del Reglamento Penitenciario y 
a la necesidad de notificación de la resolución de la Ad- 
ministración al Ministerio Fiscal. Por tanto, creo que lo 
que vamos defendiendo es la profundización en el mode- 
lo constitucional y en la normativa hoy vigente, que pue- 
de gustar o no gustar, pero en eso ya no voy a entrar. 

En cuanto a las cuestiones concretas de desarrollo, le 

diré que evidentemente todas las gestiones son mejora- 
bles, aunque yo creo que la del señor Asunción difícil- 
mente va a poder serlo. Pero, evidentemente -y por eso 
yo hablaba del pacto de Estado-, creo que hay muchas 
cosas que están por hacer y que vamos a hacerlas, para lo 
cual seguiremos incidiendo en ese modelo que nos preo- 
cupa y que yo sé que también le preocupa a S. S., ya que 
no me cabe ninguna duda de que comparte conmigo las 
previsiones del artículo 25 de la Constitución. Por tanto, 
vuelvo a reiterar todo lo que he dicho; vuelvo a manifes- 
tar que es desde esa perspectiva del acatamiento a la 
normativa hoy vigente -que creo que incide perfecta- 
mente en la línea de la resocialización de los presos- 
desde la que hemos de seguir trabajando. 

Además, no'es bueno ir a asuntos y a casos concretos. 
El balance global lo han hecho los ciudadanos hasta el 
inicio de la presente legislatura, y el modelo, insisto, es el 
que yo he expuesto aquí. Habrá errores en ocasiones, no 
digo que no, pero entre todos vamos a seguir trabajando 
en esa línea que sabemos que nos preocupa para conse- 
guir que haya una auténtica consideración de la persona 
que está privada de libertad como un individuo con la 
plenitud de los derechos. No tenga ninguna duda el señor 
Diputado de que esa va a ser una de las prioridades del 
Gobierno de la nación, como lo ha venido siendo hasta la 
fecha. 

Por lo que se refiere a la intervención de la señora 
Alemany, comparto plenamente lo que ella ha puesto de 
relieve. Creo que entre todos hemos de trabajar por me- 
jorar esas cualidades de vida en la prisión, y yo estoy 
segura que en el marco de la legislatura, apelando un 
poco a la responsabilidad de que hablaba antes de los 
grupos parlamentarios, tendremos ocasión todos de tra- 
bajar conjuntamente. 

Respecto a la intervención de la portavoz de Izquierda 
Unida, evidentemente que hay mucho por hacer, y por 
eso vamos a seguir trabajando. Y o  he diseñado aquí el 
modelo, lo que tiene que ser el programa, que luego re- 
quiere un desarrollo, pero ese desarrollo no es más que 
incidir en las líneas concretas que ya se venían realizando 
hasta la fecha. 

Por tanto, hay mucho por hacer, y es necesaria la cola- 
boración de todos, pero tampoco vamos a inventar nada 
que no se venga haciendo en los últimos cinco años. 
Habrá cosas que serán susceptibles de mejora, pero ya 
digo que no es lícito pensar que vamos a inventar nada 
que no se haya hecho. Y guste o no guste, el modelo 
sanitario de las prisiones españolas es hoy en día uno de 
los mejores modelos de Europa. Vamos a mejorarlo, evi- 
dentemente, pero es bueno, y hay que decirlo porque 
es así. 

En cuanto al tema de los funcionarios, yo tengo aquí 
unos datos en concreto que avalan el que no he faltado a 
la verdad -según la terminología que ella ha utilizado- en 
lo que exponía. Desde la Secretaría de Estado se ha segui- 
do una política de diálogo y de participación de los fun- 
cionarios, y como datos concretos yo tengo que desde el 
año 1992 se han mantenido veinte reuniones de trabajo 
con las organizaciones sindicales, y en esas veinte reunio- 
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nes se han firmado nueve acuerdos, algunos de vital im- 
portancia, como es el de adecuación de los recursos hu- 
manos al Plan de amortización y creación de centros 
penitenciarios. Si en el curso de un año o año y medio ha 
habido veinte reuniones de trabajo, es evidente que tiene 
que rechazarse por completo el planteamiento de que no 
ha existido ese diálogo. Pero ese diálogo va a seguir exis- 
tiendo, y va a seguir existiendo porque decía antes que 
nos parece fundamental una formación y un estudio con- 
junto con los funcionarios de las condiciones de vida en 
la prisión. Sólo vamos a conseguir que éstas sean más 
humanas y mejores si quienes están encargados del con- 
trol y la custodia de los internos están más formados y 
más comprometidos en el proyecto. 

Por tanto, desde el Ministerio de Justicia se va a impul- 
sar ese compromiso por parte de los funcionarios, pero 
compromiso que, como digo, ha existido y sigue existien- 
do, y de él son una manifestación esas veinte reuniones 
de trabajo a que con anterioridad he hecho mención. 

Referente al tema de los equipos de tratamiento, es 
evidente que hay que potenciar también una mayor for- 
mación de los mismos. He dicho, y lo vuelvo a repetir 
porque me parece fundamental, que el tratamiento indi- 
vidualizado es la pieza clave de nuestra normativa peni- 
tenciaria y del marco constitucional. Decía también que 
no vamos a regatear ningún tipo de medios económicos 
en ampliar, allí donde sean necesarias, las plantillas de 
estos equipos de tratamiento para favorecer lo que le 
preocupaba al señor Gil Lázaro, que es ese contacto di- 
recto e inmediato con los reclusos penitenciarios. Pero 
quiero decirle que pese a que él opine lo contrario, los 
informes de los distintos equipos de tratamiento a los 
que todos hemos tenido acceso, cada uno por su distinta 
responsabilidad, son individualizados, detallados y con 
antecedentes no sólo personales, sino incluso del ámbito 
y entorno social y familiar desde el que se mueven. 

Creo, por tanto -y hay que decirlo aquí-, que hay que 
alabar el trabajo que se está haciendo por los equipos de 
tratamiento; eso no quiere decir que no haya que refor- 
zarlos y potenciarlos y, como decía anteriormente, ésa ha 
sido la voluntad de la Secretaría de Estado, y ésa va a 
seguir siendo la voluntad de la Secretaría de Estado y del 
Ministerio de Justicia. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a iniciar el trámite de 
preguntas, con la advertencia, señorías, de que, dada la 
hora, a las 14,30, si les parece a ustedes y según esté el 
orden del día, terminaremos la sesión. (El señor Gil Láza- 
ro pide la palabra.) 

Señor Gil Lázaro, ¿qué desea? 

El señor GIL LAZARO: Tal y como habitualmente se 
vienen desarrollando las comparecencias que sí hemos 
celebrado en la presente legislatura en esta Comisión, yo 
rogaría a la Presiencia un brevísimo segundo turno para 
contestar a la señora Subsecretaria: que viene siendo la 
práctica habitual, repito, en las comparecencias que he- 
mos celebrado. 

El señor PRESIDENTE: No me consta que en otras 
Comisiones se realice, señor Gil Lázaro, pero en todo 
caso no en ésta. El artículo 203 habla de la posibilidad de 
una intervención por.parte del compareciente, solicitud 
de preguntas o información (que no debate) por parte de 
los señores Diputados, y termina la señora comparecien- 
te, sifi derecho a réplica alguna, y así se va a mantener. 

CONTESTACION A LAS SIGUIENTES PREGUN- 
TAS 

- SOBRE OPINION DEL MINISTRO DE JUSTICIA 
ACERCA DE SI LOS OCHO MODULOS DE LA 
PRISION TENERIFE 2 ESTAN PREPARADOS 

PERIOR A LA INICIALMENTE PREVISTA, AL 

DAS. FORMULADA POR EL SEÑOR SORIANO 
BENITEZ DE LUGO (GRUPO POPULAR). (Núme- 
ro de expediente 181/000082.) 

PARA SOPORTAR UNA POBLACION MUY SU- 

INTRODUCIR NUEVAS LITERAS EN LAS CEL- 

- SOBRE OPINION DEL MINISTRO DE JUSTICIA 
ACERCA DE LAS GARANTIAS DE SEGURIDAD 
EXISTENTES EN EL TRASLADO DE PRESOS 

BUNALES DE JUSTICIA EN SANTA CRUZ DE 
TENERIFE. FORMULADA POR EL SEÑOR SO- 
RIANO BENITEZ DE LUGO (GRUPO POPULAR). 
(Número de expediente 181/00010S.) 

DESDE LA PRISION DE TENERIFE 2 A LOS TRI- 

- SOBRE PROYECTOS EN RELACION CON EL 
EDIFICIO DE LA ANTIGUA PRISION PROVIN- 
CIAL DE SANTA CRUZ DE TENERIFE, CONOCI- 
DA COMO TENERIFE 1. FORMULADA POR EL 
SEÑOR SORIANO BENITEZ DE LUGO (GRUPO 
POPULAR). (Número de expediente 181/000135.) 

El señor PRESIDENTE Señorías, las tres primeras 
preguntas, cuyo autor es el señor Soriano Benítez de Lu- 
go, de acuerdo con el tema, que sin duda alguna es simi- 
lar, son acumuladas por esta Presidencia. En consecuen- 
cia con ello, señor Soriano Benítez de Lugo, puede usted 
iniciar su intervención acumulando las preguntas núme- 
ros 3, 4 y 5. 

El señor SORIANO BENITEZ DE LUGO: A media- 
dos de este año la Administración penitenciaria decidió, 
de forma sorprendente, incrementar el número de literas 
en las celdas de la prisión Tenerife 2, en la Isla de Teleri- 
fe. Indudablemente, esto supone contravenir las normas 
por las que se rige hoy el régimen de los penados. En 
concreto, el artículo 12, párrafo segundo, de la Ley Gene- 
ral Penitenciaria del año 1979, fija de forma clara que los 
establecimientos penitenciarios no deberán acoger más 
de 350 internos por unidad, añadiendo que por tal uni- 
dad ha de entenderse un departamento con plena separa- 
ción física y regimental. El artículo 13 establece la obliga- 
ción para los establecimientos penitenciarios de dormi- 
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torios individuales, enfermerías, escuelas, etcétera. Y los 
artículos 15 y 19 del Reglamento de 1981 determinan 
específicamente que los internos ocuparán habitación o 
celda individual en el departamento a que sean desti- 
nados. 

En consecuencia, para mí está claro que aquí hay una 
infracción manifiesta de las reglas vigentes, y para no 
cansar a SS. SS me remitiré a la proposición no de ley que 
se debatió en esta misma Comisión el día 6 de octubre, 
por la cual un grupo parlamentario pretendía habilitar la 
prisión Tenerife 1 ,  ya el Grupo Popular se manifestó 
contrario a esta reapertura de esa prisión por cuanto que 
era una prisión obsoleta que para nada iba a resolver el 
problema. Pero allí se nos dijo por el portavoz del Grupo 
Socialista, y como consecuencia entiendo que era deci- 
sión del Gobierno, que se iba a realizar la construcción de 
un nuevo centro penitenciario en Canarias, en concreto 
en Gran Canaria, que es donde se producen los proble- 
mas de masificación. Y nos indicaba también que esto se 
podría conseguir en un breve plazo de tiempo -en un par 
de años, decía el representante del Grupo Socialista- y 
que con este nuevo centro penitenciario se iba a resolver 
de manera definitiva esta situación. 

Mis preguntas, en consecuencia, van a ser muy concre- 
tas, y son las siguientes. Según mis noticias se ha incre- 
mentado el número de literas en 847, y a mí me gustaría 
saber cuál era la capacidad inicialmente prevista para la 
prisión Tenerife 2 de reciente construcción y en cuánto se 
ha incrementado exactamente; me gustaría saber tam- 
bién si esta solución, tal y como se dijo en esta Comisión, 
es una solución de carácter provisional; me gustaría sa- 
ber, a tal efecto, si ya está redactado el proyecto de la 
nueva prisión en la Isla de Gran Canaria; me gustaría 
saber si ya ha salido a concurso la adjudicación de la 
obra, y me gustaría saber cuánto figura en los Presupues- 
tos Generales del Estado para el año 1994, recientemente 
aprobados en esta Cámara, para la construcción de esa 
prisión, que sería la solución al problema. Todo esto por 
lo que se refiere a mi primera pregunta sobre Tenerife 2. 

En cuanto a Tenerife 1, me gustaría saber qué planes 
tiene el Ministerio de Justicia en relación con esa prisión, 
por cuanto que, si mis informaciones no son malas, es 
una prisión construida hace cuarenta y tantos años en 
unos terrenos que cedió el Cabildo Insular de Tenerife 
para este fin. Hoy estas instalaciones están infrautiliza- 
das, indudablemente son obsoletas, y de ahí que el Grupo 
Popular no sea partidario de volver a rehabilitar la pri- 
sión, entre otras cosas porque está en el centro de la 
ciudad y no vendría a resolver ningún problema. Por eso 
quisiera saber qué planes tiene el Ministerio de Justicia 
en relación con la prisión Tenerife 1, teniendo en cuenta 
que, según mis informaciones, el Cadilbo Insular de Te- 
nerife cedió los terrenos precisamente qara que fueran 
destinados a la prisión, con lo cual, si.no tiene este fin, 
posiblemente el Cabildo Insular podría pedir la recupe- 
ración. 

Tenemos otra pregunta formulada en relación con las 
medidas de seguridad en el traslado de los presos. 

La Ley Orgánica de 1986, que regula las funciones y 

competencias de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado, atribuye'a la Guardia Civil la competencia en la 
custodia y traslado de presos y detenidos. Siete años des- 
pués, la Policía Nacional de Santa Cruz de Tenerife aún 
continúa haciéndose cargo de estas tareas en condiciones 
precarias. Una media de diez reclusos por día son trasla- 
dados desde la prisión Tenerife 2 hasta la sede del juzga- 
do de Santa Cruz de Tenerife (hay días que llegan a 
treinta). Como sucede de lunes a viernes, podemos calcu- 
lar que cada semana son trasladados más de cincuenta 
internos, lo que hace al mes una cifra de aproximada- 
mente doscientos y al año más de dos mil. 

Todo esto se hace con nulas medidas de seguridad. 
Faltan medios humanos en las dotaciones de la policía 
que acompañan a los presos, ya que en la actualidad no 
hay más de veinte policías destinados a estas tareas, por 
lo que, en caso de emergencia, es necesario desplazar 
funcionarios destinados a otros servicios, en detrimento 
de los servicios policiales. 

Las pésimas condiciones de trabajo en que desarrollan 
los funcionarios policiales estas tareas están a la luz del 
día. Una orden de la Dirección General de Policía del 
año 1990 señala las condiciones en que deben. realizarse 
las conducciones de detenidos y presos, y se definen en 
dichas condiciones las mínimas de orden técnico y de 
seguridad que deben reunir los vehículos de más de nue- 
ve plazas dedicados a este tipo de transporte. Estos ve- 
hículos deben ir provistos de climatización, temperatura 
entre 18 y 28 grados centígrados, y en Canarias, según las 
informaciones que poseemos, son auténticas saunas, so- 
bre todo en las épocas más calurosas del año. 

En Tenerife sólo existen tres furgones celulares, según 
la información que tengo -y me gustaría que la señora 
Subsecretaria me lo confirmara-, dedicados a la custodia 
de presos: uno para quince personas y los otros dos para 
ocho; uno está en la playa de Las Américas, por lo que 
sólo quedan dos, y en la Comisaría de La Laguna sólo se 
cuenta con un furgón celular para trasladar a sus deteni- 
dos, con la chapa en pésimas condiciones y que fue dese- 
chado en su día por la Comisaría de Santa Cruz por 
inservible. 

Las medidas de seguridad en el traslado de los presos 
han motivado, al ser éstas escasas, que varios reclusos 
hayan intentado fugarse, y aunque muchos de estos in- 
tentos no han trascendido y no han salido a la opinión 
pública, alguno de ellos lo ha conseguido. El día 23 de 
abril de este año, un peligroso preso asturiano logra fu- 
garse, y el 28 de mayo nueve presos intentan la fuga, y 
uno de ellos, Juan José Armas Pérez, resultó herido de 
gravedad por un agente que se vio obligado a hacer uso 
de su arma reglamentaria. 

Están claras -y esto es, en la opinión pública de Teneri- 
fe, el pan nuestro de cada día, puesto que todos los días se 
refleja en la prensa- las graves dificultades por las que 
atraviesa el traslado de presos desde la cárcel Tenerife 2 
hasta los juzgados de la capital. Si bien la normativa 
exige que dicho traslado de presos debe hacerse en un 
furgón celular, en el que debe ir un conductor y dos 
acompañantes, así como otro vehículo que actúe de es- 
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colta, la realidad es que esta normativa no se está cum- 
pliendo en Tenerife. Estas carencias son de aplicación 
también a la Audiencia Provincial de Tenerife, que es de 
las pocas sedes que no poseen patio interior para los 
vehículos celulares, por lo que el trasvase de los reclusos 
del furgón a los calabozos se lleva a cabo en plena calle y 
ante el público que aguarda en aquellos momentos la 
celebración de los juicios. Hay detenidos, por otra parte, 
que tienen enfermedades contagiosas, y no hay guantes 
esterilizados para proteger a los policías que trasladan a 
los presos. En definitiva, las medidas de seguridad en este 
traslado dejan mucho que desear. 

En resumen, me gustaría saber si por parte de la Admi- 
nistración penitenciaria existe la voluntad, a corto plazo, 
de arreglar estos inconvenientes. Yo sé que se está cons- 
truyendo un nuevo edificio para los servicios de la Admi- 
nistración de Justicia en Santa Cruz de Tenerife, que 
estoy seguro que van a resolver en parte el problema, 
pero esto no está todavía resuelto y no se va a resolver 
todo, porque como no se adopten unas medidas en orden 
a que los furgones que trasladan a los presos y en orden a 
que los policías que los acompañen sean suficientes y en 
debidas condiciones, el problema va a seguir pervivien- 
do. Estoy seguro que la señora Subsecretaria nos va a 
poder contestar a las preguntas que he formulado. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra la señora 
Subsecretaria. 

La señora SUBSECRETARIA DEL MINISTERIO 
DE JUSTICIA (Robles Fernández): En cuanto a la pri- 
mera de las cuestiones, la relativa a lo que S. S. considera 
una sobreocupación del centro penitenciario Tenerife 2, 
quisiera hacer una mención previa que he recogido antes. 
Somos conscientes de que hay que ir al cumplimiento de 
las previsiones legales que establece la Ley General Peni- 
tenciaria en el sentido de que todos los internos han de 
alojarse en celdas individuales. Esa es una de las máxi- 
mas aspiraciones del Ministerio de Justicia, en ese senti- 
do vamos a trabajar, y queremos que la construcción de 
nuevos centros, dentro de este plan aprobado por el Go- 
bierno en el año 199 l ,  permita llegar a las previsiones de 
la ley. 

En concreto, ciñéndonos al Centro Penitenciario Tene- 
rife 2, que como S. S. sabe perfectamente fue inaugurado 
en el año 1987, con una superficie total construida de 
34.539 metros cuadrados, dispone en principio de una 
capacidad funcional para 768 internos. La superficie de 
la celda tipo es de 8,2 metros cuadrados y la superficie 
real construida por cada uno de los internos es de 40,63 
metros cuadrados. A estos datos de tipo arquitectónico 
hay que añadir que el Ministerio de Justicia, sin cejar en 
su empeño de conseguir ese propósito, entiende que en 
este momento y con carácter provisfonal, aun cuando 
existe un mayor número de internos con respecto a la 
capacidad inicial del centro, no se incide de una forma 
negativa en las condiciones de vida en la prisión de cada 
uno de ellos pues, como he puesto de relieve, la superficie 

construida por cada uno de los internos es de 40,63 me- 
tros cuadrados. 

Como perfectamente ha dicho S. S .  y le consta, es vo- 
luntad del Ministerio de Justicia abordar la construcción 
de un nuevo centro penitenciario en e! sur de la provincia 
de Gran Canaria, contando con un plazo de 24 meses 
para su puesta en funcionamiento. En este momento se 
están formalizando los estudios para la ubicación en el 
lugar concreto y, una vez que lo tengamos, no le quepa la 
menor duda de que agilizaremos los trámites para que en 
ese plazo en el que, de alguna manera nos hemos compro- 
metido, pueda entrar en funcionamiento el centro de 
Gran Canaria, lo que comportará, como es lógico, que 
exista una descongestión del centro de Tenerife 2. Pero, 
insisto, aun cuando somos conscientes de que no se da 
cumplimiento a las previsiones legales, que en el momen- 
to actual y con el nivel de ocupación que tiene, las condi- 
ciones de vida de cada uno de los internos en el centro de 
Tenerife no están afectadas de modo negativo. 

En cuanto a la pregunta que formulaba respecto al 
centro de Tenerife 1, que, como sabe perfectamente, fue 
desocupado en el año 1987 como consecuencia de la 
aprobación por parte del Gobierno del plan de amortiza- 
ción y creación de centros, ello fue debido a un aspecto 
que usted ha puesto de relieve cual era el carácter absolu- 
tamente obsoleto del mismo. Dentro de la política del 
plan de amortización y creación de centros penitencia- 
rios, es voluntad del Ministerio de Justicia hacer en este 
centro lo que se ha hecho en otros, es decir, se va a 
proceder a su desafectación para uso penitenciario, pa- 
sando a la Dirección General del Patrimonio que, a su 
vez, lo trasladará a la Sociedad de Infraestructuras y 
Equipamientos Penitenciarios para poder proceder a su 
enajenación y, con el capital obtenido, contribuir a la 
financiación de los centros de nueva creación. 

En el otro problema que le preocupaba, sobre la seguri- 
dad de los traslados de los presos en Tenerife, como sabe 
perfectamente S .  S. y ha puesto de relieve, el traslado de 
los presos, según la Ley Orgánica 211986, es competencia 
de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado que 
lógicamente incluyen no sólo a la Guardia Civil, sino 
también a la Policía Nacional. En esta materia de los 
traslados, el Ministerio de Justicia no tiene competencia, 
pero de lo que no tiene duda es de la profesionalidad y 
competencia de los miembros de esos Cuerpos y Fuerzas 
de Seguridad del Estado, que son los encargados de reali- 
zar los traslados. Entendemos que con la construcción 
del nuevo edificio en Santa Cruz de Tenerife, en el que 
nos ha preocupado mucho que el diseño arquitectónico 
permita esa facilidad en cuanto a la introducción de fur- 
gones y demás, se solventarán algunos de los problemas 
que S. S .  ponía de relieve, pero insisto en que el Ministe- 
rio de Justicia lo único que puede hacer es confiar en los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, lo cual hace 
sin ningún género de duda. 

, 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor So- 
riano. 
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El señor SORIANO BENITEZ DE LUGO: Muy bre- 
vemente. Lamento que la señora Subsecretaria no me 
haya contestado a lo que indicó la portavoz del Grupo 
Socialista cuando se debatió en esta Comisión la proposi- 
ción no de ley sobre los centros penitenciarios de Teneri- 
fe; se dijo que se construiría un nuevo centro en Gran 
Canaria que estaría concluido en un plazo de dos años. 
Han pasado ya tres meses, y yo querría saber, primero, si 
existe la voluntad de construir ese centro; segundo, cuál 
es la cantidad presupuestada en los Presupuestos de 
1994; tercero, cuándo va a ser anunciado, si hay proyecto 
ya; y cuarto, cuando se va a sacar a concurso. 

En cuanto a la seguridad de los presos, con indepen- 
dencia de haberme reconocido que la seguridad deja mu- 
cho que desear, lo que ha venido a decir es que esto es 
competencia del Ministerio del Interior y no competen- 
cia del Ministerio de Justicia. Indudablemente habrá que 
hacer la misma pregunta al Ministerio del Interior, al ser 
competencia del mismo. 

Yo me creí que, tratándose de una Comisión de Justi- 
. cia e Interior, el representante del Gobierno vendría con 

datos suficientes para contestar a toda la problemática, 
previo acuerdo con el Ministerio del Interior, pero, por lo 
visto, no ha sido así, cosa que lamento. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra la señora 
Subsecretaria. 

La señora SUBSECRETARIA DEL MINISTERIO 
DE JUSTICIA (Robles Fernández): Empezando por el 
final, yo no he dicho, y si lo he dicho'me he expresado 
mal o usted me ha entendido mal, que la seguridad en el 
traslado de los internos de Tenerife sea desastrosa; no he 
dicho eso en absoluto. Es más, tenemos una estadística 
en relación a los últimos meses; por ejemplo, en el mes de 
septiembre, se han producido 15 1 traslados; en el mes de 
octubre, 186 y en el mes de noviembre, 203 traslados. 
Son números suficientemente importantes y, sin embar- 
go, los ejemplos que S. S. me pone de cuestiones puntua- 
les son puramente anecdóticos, se podrían contar con los 
dedos de la mano. (El señor Soriano Benítez de Lugo: Un 
herido.) Por lo tanto, no puedo asumir esa valoración que 
usted ha realizado. 

Evidentemente, cuando se hacen operaciones de este 
tipo siempre hay posibilidad de que ocurran incidentes 
que, en definitiva, son rechazados por todos. Pero lo que 
no se puede hacer de ninguna manera es elevar la excep- 
ción a categoría general. Y, sin perjuicio de admitirle que 
pueda haber excepciones, como en todos los ámbitos de 
la vida, lo que no le admito es la categoría general de que 
los traslados no son seguros. 

En cuanto a la prisión en Gran Canaria, creo que yo he 
dicho lo mismo que dijo en su momento la portavoz del 
Grupo Parlamentario Socialista e incluso hemos hablado 
del mismo período de tiempo, dos años. Lo que le estaba 
comentando es que en este momento se están haciendo 
los estudios concretos para la definitiva ubicación del 
terreno. Una vez que estén hechos esos estudios concre- 

tos para la definitiva ubicación, se comenzará con las 
obras. 

- SOBRE MOTIVOS POR LOS QUE HA SIDO CE- 
RRADO EL CENTRO PENITENCIARIO PARA 

DA POR EL SEÑOR GIL LAZARO. (Número de ex- 
pediente 181/000140.) 

JOVENES DE LLIRIA (VALENCIA). FORMULA- 

El señor PRESIDENTE: Pregunta número 6, del señor 
Gil Lázaro, que tiene la palabra. 

El señor GIL LAZARO: A mí me parece, señor Presi- 
dente, señora Subsecretaria, que hacer una valoración de 
conjunto cuando un equipo, sea el que sea, termina en su 
responsabilidad no es hacer un juicio, es poner en prácti- 
ca simple y llanamente una sana costumbre democrática. 

Nosotros hoy le planteamos el asunto del Centro Peni- 
tenciario para Jóvenes de Lliria, en Valencia, precisa- 
mente porque nos parece una de las lagunas más Ilamati- 
vas o, si se quiere, de otra forma, una de las decisiona 
erróneas más graves que se han adoptado a lo largo de la 
gestión de este equipo que en este momento cesa. 

Nosotros creemos en el modelo establecido en la Ley 
orgánica. Esa es nuestra preocupación, que creemos en 
ese modelo y entendemos que decisiones como éstas, 
como otras que hemos visto a lo largo de esta mañana 
impiden la realización de ese modelo. 

El Centro Penitenciario para Jóvenes de Lliria, en Va- 
lencia, fue en su momento, y ha seguido siéndolo durante 
los 26 años que ha estado en funcionamiento, 26 años, un 
centro modélico. La decisión de su cierre supone, en 
expresión literal de alguno de sus responsables, el fin de 
un sueño a la europea. 

La' experiencia básica del centro como institución para 
el tratamiento de jóvenes condenados según el método de 
régimen abierto ha sido valorada positivamente desde 
todos los sectores sociales. Piénsese, por ejemplo, que 
durante el tiempo en que el centro ha estado en servicio 
ha pasado por él un total de 2.600 jóvenes y que más de 
500 empresas recibieron a internos de la institución y 
sólo en un 9 por ciento de los casos hubo problemas en el 
centro de trabajo por mal comportamiento o deficitario 
rendimiento. 

En Lliria predominaba, sobre todo, el fin reeducacio- 
nal del joven interno ejercido a través de un amplio, de 
un muy amplio programa de Formación Profesional, una 
oferta de actividades complementarias adecuada, un 
conjunto de instalaciones óptimas para el desarrollo de 
esas tareas educativas y un trato humanitario al interno 
basado en la acentuación de su sentido de la autorrespon- 
sabilidad y en la confianza. Igualmente, la dedicación y la 
entrega del conjunto de funcionarios que pasaron por el 
centro ha sido destacada desde todos los ámbitos como 
digna de un elogio absoluto. 

El trabajo desarrollado por los internos, dentro y fuera 
del centro, les permitía disponer de dinero para sus sali- 
das y fueron muy pocos los casos en los que algún interno 
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provocó incidentes o cometió delitos durante estas sali- 
das por lo que se puede decir que su grado de convivencia 
e integración con la sociedad de Lliria era también esti- 
mable. 

Los funcionarios y responsables del Instituto de Lliria 
han puesto en duda que en el centro de integración social 
del macrocomplejo penitenciario de Picasent se puedan 
obtener con estos jóvenes reclusos los mismos logros que 
se consiguieron en Lliria. 

En virtud de estas consideraciones, preguntamos, se- 
ñora Subsecretaria, por qué motivos ha sido cerrado el 
Centro Penitenciario para jóvenes reclusos de Lliria, Va- 
lencia. 

El señor PRESIDENTE: La señora Subsecretaria tiene 
la palabra. 

La señora SUBSECRETARIA DEL MINISTERIO 
DE JUSTICIA (Robles Fernández): Me va a permitir el 
señor Gil Lázaro que le diga, en primer lugar, retomando 
la primera frase que usted ha dicho de que estaba hacien- 
do examen de la gestión de un equipo que cesa, que no 
hay ningún equipo que cese; vuelvo a repetir que el señor 
Asunción, a cargo,de la Secretaría de Estado, estaba res- 
pondiendo a un modelo y a un programa del Ministerio 
de Justicia y, que yo sepa, de momento, el equipo que 
está en el Ministerio de Justicia sigue siendo el mismo; 
por tanto, no cabe hablar de un equipo que cesa. Eso 
como punto que me parecía indispensable aclarar a la luz 
de su primera manifestación. 

En cuanto a la segunda cuestión, tengo que decirle que, 
evidentemente, el Centro de Lliria, que fue un modelo 
para muchos, y que tomábamos como ejemplo, por razo- 
nes del paso del tiempo, como ocurre en todas partes, se 
quedó antiguo y obsoleto; a lo mejor, dentro de las gran- 
des concepciones románticas, incluso, diría yo, del mun- 
do penitenciario, era un ejemplo. Pero hoy en día hay que 
tener en cuenta una realidad, incluso mucho más funcio- 
nal, porque el paso del tiempo afccta a las personas y 
también a los centros penitenciarios. Y eso fue lo que le 
pasó al centro de Lliria y, en la medida en que se ha 
quedado absolutamente obsoleto, era necesario sustitur- 
lo por unas instalaciones que permitieran una mayor ade- 
cuación a la realidad, incluso arquitectónica. 

Pero lo que no se puede decir es que, porque se haya 
cerrado el Centro de Lliria, han decaído aquellos postula- 
dos que supusieron un poco la creación de ese centro, 
porque sabe perfectamente S. S., tan bien como y?, que la 
Ley Penitenciaria dice que los jóvenes tendrán que estar 
separados de los adultos, debiendo estar en determinados 
departamentos dentro de un centro penitenciario. 

Por tanto, la filosofía, el espíritu de lo que representó 
Lliria que fue un modelo para muchos y que todos pedía- 
mos que se imitara, sigue presente en la instalación actual 
del centro penitenciario de Valencia; lo único que hemos 
hecho ha sido dar a los jóvenes que están en e1 unas 
condiciones de vida mejores y más adecuadas al año 
1993. 

El señor PRESIDENTE: El señor Gil Lázaro tiene la 
palabra. 

El señor GIL LAZARO: Señora Subsecretaria, yo ten- 
go que no estar en absoluto de acuerdo con las dos gran- 
des afirmaciones de su respuesta. En primer lugar, que el 
centro era en este momento un centro obsoleto, porque si 
usted conoce ese centro sabe que no es así. Y, en segundo 
lugar, que las instalaciones que van a disponer estosjóve- 
nes en Picasent son mejores que las que tenían en Lliria, 
porque usted sabe también que esto no es así, y, en todo 
caso, es una evidencia física tan fácilmente comprobable 
que sobre ello no voy a discutir. 

El cierre del centro de Lliria no tiene explicación acep- 
table alguna desde el punto de vista de profundizar en 
esas tareas de resocialización de los jóvenes reclusos que, 
por cierto (y vuelvo a remitirme a textos, como es mi 
costumbre y seguirá siéndolo), el Defensor del Pueblo, en 
su estudio del año 1992, señala que en este ámbito muy 
poco se ha avanzado desde 1988. Pero hay que decir las 
cosas como son, señora Subsecretaria, salvo que a usted 
no le hayan contado las cosas como son. 

Lliria se ha cerrado exclusivamente por una operación 
de carácter económico inmobiliario y ese cierre se ha 
hecho, además, haciendo prevalecer la posición domi- 
nante de la Administración, como en muchas otras cosas. 
La operación económico-inmobiliaria ha consistido en 
quedarse la Administración con 25.393 metros cuadra- 
dos, del total de 100.000 que ocupaba el centro, y exigir, 
además, al Ayuntamiento que conceda permiso para des- 
tinar esos terrenos a un uso residencial y terciario y a 
renunciar a la cesión del valor del 15 por ciento del apro- 
vechamiento asignado. Y se ha hecho prevalecer en ese 
convenio la posición dominante de la Administración, 
porque usted sabe muy bien que los terrenos fueron cedi- 
dos en su momento al Ministerio de Justicia por el Ayun- 
tamiento de Lliria por un período de 30 años, y se especi- 
ficaba en ese convenio original que, en el caso de que no 
fueran destinados a un fin penitenciario, revertirían al 
Municipio. El propio alcalde de Lliria ha tratado de auto- 
justificarse señalando literalmente que él estaba dispues- 
to, incluso, a ceder más terreno, ya que la Administración 
lo tenía muy fácil -dice el alcalde-, pues le hacía ver que 
podían mantener abierto el centro o destinarlo a otro fin 
penitenciario y así durante cuatro años más. 

Y o  creo que, en definitiva, el cierre de Lliria se ha 
hecho en contra de la opinión de los especialistas, se ha 
hecho al amparo del plan de amortización, cuando Lliria 
ni es un centro viejo ni está situado en el interior del 
casco urbano, tal y como prevé el plan, y se ha hecho 
desoyendo las reiteradas peticiones de los propios inter- 
nos, que demandaban la continuidad del centro. Insisto 
en que, una vez más, se han hecho prevalecer contenidos 
e intereses ajenos a ese fin primordial reeducacional. Se 
ha querido realizar, con esos 25.000 metros situados en 
una zona en este momento privilegiada, por las impor- 
tantes inversiones y renovaciones en vías de comunica- 
ciones y por su proximidad a Valencia, y se va a realizar, 
una operación de carácter, insisto, económico-inmobilia- 
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rio, y se nos dice que con el fin de poder destinar el dinero 
que se obtenga al Plan de amortización y de creación de 
nuevos centros. 

Me va a permitir que termine, señora Subsecretaria, 
haciéndole una doble consideración personal. Yo he sido 
-créame que he tratado de serlo- muy amable con S. S. 
durante esta comparecencia precisamente porque S. S., si 
me permite la expresión coloquial, está recién aterrizada 
en esta responsabilidad, y, además, porque como ha se- 
ñalado algún grupo parlamentario, se observa un tono 
distinto en el planteamiento de la cuestión. He sido tan 
amable que, en la abundancia de documentos que he 
citado, no he citado -me hubiera parecido fuera de esa 
amabilidad- las valoraciones hechas por algún destacado 
miembro de Jueces para la Democracia sobre la situación 
.de las prisiones antes de asumir responsabilidades minis- 
teriales. Y le confieso que sí que estoy frustrado, señora 
Subsecretaria. Estoy frustrado por el cierre del centro 
penitenciario de Lliria. No estoy frustrado por otras con- 
sideraciones porque, en la moción que debatimos, conse- 
guimos, al menos, convencer a un miembro del Grupo 
Socialista, a don Alfonso Guerra, que votó a favor. 

El señor PRESIDENTE: Señora Subsecretaria, tiene la 
palabra. 

La señora SUBSECRETARIA DEL MINISTERIO 
DE JUSTICIA (Robles Fernández): En primer lugar, yo 
le agradezco esa amabilidad que usted dice que ha tenido 
conmigo. Creo que ha sido recíproca, porque el tono de la 
discusión no da lugar más que a amabilidad, formal, aun 
cuando existan discrepancias importantes en cuanto al 
fondo. Me parece que no es incompatible y que, además, 
es un estilo bueno y un estilo positivo. 

Usted ha dicho que suele citar textos y que a lo mejor 
a mí no me lo habían contado todo. Y o  siento decirle 
que, cuando uno accede a un cargo con responsbilidad 
política, aparte de que le cuenten, intenta enterarse de lo 
que hay. 

Cuando usted me dice que está frustrado por el cierre 
de Lliria, yo le admitiría la frustración, que yo comparti- 
ría, si el cierre del centro de Lliria hubiera supuesto el 
final de lo que Lliria representaba, pero eso no es así y eso 
se mantiene con la ubicación actual. Nos preocupan 
enormemente los delincuentes jóvenes, creemos que hay 
que ir a una línea de tratamiento individualizado para 
ellos. insisto: lo que representó Lliria en su momento, lo 
va a seguir representando, porque es una firme convic- 
ción del Munisterio de Justicia, el establecimiento peni- 
tenciario de Valencia. Sólo le admitiría la frustración, 
que compartiría con usted, si esos propósitos, esos dise- 
ños, ese programa en relación a los jóvenes se hubiera 
acabado, pero siento decirle -y con eso me hago eco de lo 
que ya ha dicho- que eso es una de las prioridades funda- 
mentales en el programa del Ministerio de Justicia, cuyo 
equipo, de momento, continúa. 

- SOBRE SITUACION DEL PROCESO DE TRANS- 
FERENCIAS EN MATERIA PENITENCIARIA A 

LA COMUNIDAD AUTONOMA ANDALUZA. 
FORMULADA POR LA SEÑORA AGUILAR RI- 
VERO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO IZ- 

YA. (Número de expediente 181/000205.) 
QUIERDA UNIDA-INICIATIVA PER CATALUN- 

El señor PRESIDENTE: La pregunta número 7 ha 
sido retirada por su autora, la señora Aguilar Rivero. 

- SOBRE INCONVENIENTES EXISTENTES PARA 
QUE LA ISLA DE EL HIERRO CUENTE CON 

DAD. FORMULADA POR EL SEÑOR SORIANO 

TARIO POPULAR. (Número de expediente 
181/000084.) 

UNA OFICINA DEL REGISTRO DE LA PROPIE- 

BENITEZ DE LUGO, DEL GRUPO PARLAMEN- 

El señor PRESIDENTE: La pregunta número 8, que es 
la última que vamos a debatir en la mañana de hoy, viene 
formulada por el señor Soriano Benítez de Lugo, que 
tiene la palabra. 

El señor SORIANO BENITEZ DE LUGO: Entiendo 
que, en consecuencia, las preguntas números 9 y 10 no se 
van a debatir hoy. 

El señor PRESIDENTE: Entiende bien, señor Soriano. 

El señor SORIANO BENITEZ DE LUGO: Lo que 
ocurre es que la pregunta, que afecta a la necesidad de 
crear una oficina del Registro de la Propiedad en la isla 
de El Hierro, fue consecuencia de que el Grupo Popular 
en el Parlamento de Canarias presentó, con fecha 27 de 
septiembre, una proposición no de ley instando al Go- 
bierno a la creación de esta oficina, puesto que, hasta 
ahora, el Registro de la Propiedad de El Hierro funciona- 
ba en la isla de La Gomera, con dificultades de comuni- 
cación entre las islas. Presentada esa proposición no de 
ley en el Parlamento de Canarias, entendimos oportuno, 
como iniciativa correspondiente en esta Cámara, presen- 
tar la pregunta relativa a cuándo se iba a establecer una 
oficina del Registro de la Propiedad en la isla de El Hie- 
rro. Esta pregunta prácticamente ha decaído, puesto que, 
según tengo entendido, en un reciente Consejo de Minis- 
tros, posterior, por supuesto, a la proposición de ley de 
mi Grupo en el Parlamento de Canarias y a la formula- 
ción de mi pregunta, se ha creado este Registro de la 
Propiedad. 

Me gustaría confirmarlo y saber la fecha, más o menos 
concreta, en la que el Registro de la Propiedad podrá 
estar funcionando en la isla. 

El señor PRESIDENTE: La señora Subsecretaria tiene 
la palabra. 

La señora SUBSECRETARIA DEL MINISTERIO 
DE JUSTICIA (Robles Fernández): En efecto, como 
apunta bien S. S., por Real Decreto 1.8 14/ 1993, de 18 de 
octubre, se modificó la demarcación y la capitalidad de 
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determinados Registros de la Propiedad y, en concreto, 
se segregó del de San Sebastián de la Gomera uno para la 
isla de El Hierro, de tal manera que en este momento, ya 
en el marco normativo, está creado ese Registro de la 
Propiedad y calculamos que hacia el mes de febrero o 
marzo pueda estar ya íntegramente en funcionamiento. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Subsecre- 
taria. 

¿Desea el señor Soriano turno de réplica? (Denega- 
ciones.) 

Terminamos, por tanto, aquí el debate sobre el orden 
del día de la sesión de hoy. El resto de las preguntas 
quedan pospuestas para un debate posterior, previsible- 
mente el día 20 de diciembre. 

Se levanta la sesión. 

Eran las dos y veinticinco minutos de la tarde. 
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